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«Esta administrativización cuestiona no sólo las 
fronteras entre lo preventivo y lo represivo, sino 
también sobre las comunidades políticas de las 
que se tiene tendencia a excluir a los nuevos 
“indeseables” en lugar de entender cómo 
provocan que tanta violencia se vuelva contra 
ellas”  
S. Hennete Vauchez1 
 
Estado de urgencia: la emergencia de un derecho administrativo del enemigo V 
 
Tradicionalmente, el derecho penal fue considerado como « el brazo armado del 
derecho »2 en esta lucha contra el terrorismo. El código penal dedica un título entero 
al delito del terrorismo.  Este título se encuentra en el libro IV del mismo código. El cual 
engloba los crímenes y delitos contra la nación, el estado y la paz pública. Este título 
comienza con el artículo 421-1 que determina que actos constituyen los actos de 
terroristas.  
 
Las infracciones voluntarias contra la vida, las infracciones voluntarias contra la 
integridad de la persona, el secuestro y la retención de la persona…» Y así se 
enumeran todos los demás actos. Pero, no dice nada sobre la definición de terrorismo. 
 
1  S. Hennete-Vauchez. Etat d’urgence : l’émergence d’un droit administratif de l’ennemi ? AJDA 
2017, p. 1801.  
2  V. Malabat., Les mutations du droit pénal à l’épreuve de la lutte contre le terrorisme in L’hypothèse 




Sorprendentemente, al buscar en otros textos legislativos, la palabra terrorismo 
aparece muchas veces, pero el concepto, lo que debe entenderse por terrorismo, no 
existe.  
 
Esto nos lleva a buscar su definición en el diccionario de la lengua francesa. Así, se 
define como un “conjunto de actos de violencia (atentados, toma de rehenes, etc.) 
cometidos por una organización o un individuo para crear un clima de inseguridad, 
para ejercer un chantaje sobre un gobierno, para satisfacer un odio hacia una 
comunidad, un país o un sistema”3.  
 
Sin embargo, para algunos todo intento de definir terrorismo conlleva grandes debates, 
porque “plantea la cuestión de la violencia legítima y del derecho a la resistencia, por 
una parte, y de la ilegitimidad de la violencia estatal, por otra”4. Así, su definición se 
caracteriza principalmente por el fin perseguido, los medios utilizados y los efectos 
psicológicos5 de un acto terrorista.  
 
A pesar de esta falta de definición, en Francia hay 21 leyes (desde 1986) que tienen 
por objeto el terrorismo, y 323 artículos de textos codificados que lo mencionan6. Por 
una parte, la dificultad de esta definición se encuentra en la pluralidad de contextos de 
los que es utilizable : el contexto ideológico, revolucionario, nacionalista, anticolonial, 
 
3  Diccionario Larousse. Consultar en línea 
https://www.larousse.fr/dictionnaires/francais/terrorisme/77478. 
4  Periódico Le Monde Diplomatique Terrorisme. Consultar en línea: https://www.monde-
diplomatique.fr/index/sujet/terrorisme 
5  P. MISSOFE. Interroger la pertinence du critère d’irrégularité dans la définition de la figure de 
terroriste. La Revista de los derechos del hombre. Revista del Centro de búsquedas y de estudios 
sobre los derechos fundamentales. 9/2016. Varia, p. 2  
6  B. Pauvert. La spécificité des actes de terrorisme par rapport aux crises sanitaires graves. RDSS 




independentista, resistente, religioso, transnacional7, y esto hace que el termino 
terrorista sea sinónimo de violencia política8.  
De este modo, el terrorismo puede definirse también como “la violencia ejercida por un 
grupo no estatal contra un Estado, por un Estado contra los civiles o contra organismos 
estatales”9.  
 
Sin embargo, la definición más aceptada es la de Schim y Jongman “el terrorismo es 
un método de acción violenta repetida que inspira ansiedad, utilizado por actores 
(semi-) clandestinos individuales, en grupos o estatales, por razones idiosincrática, 
criminales o políticas, según las cuales – a diferencia del asesinato- los objetivos 
directos de la violencia no son los objetivos principales. Las víctimas humanas 
inmediatas de la violencia son generalmente escogidas al azar (blancos de ocasión) o 
selectivamente (objetivos representativos o simbólicos) en una población específica y 
sirven como generadores de mensajes. Los procesos de comunicaciones basados en 
la violencia o amenaza entre las (organizaciones) terroristas, las víctimas 
(potenciales), y los objetivos principales se utilizan para manipular la (el público) 
objetivo principal, haciendo un objetivo del terror, un objetivo de exigencias, o un 
objetivo de atención, dependiendo de si la intimidación, la coerción o la propaganda es 
el objetivo principal”10 
 
Estos debates demuestran la imposibilidad de definir el terrorismo. Esta definición 
depende de los intereses soberanos de la nación y de aquellos a quienes se 
consideran sus enemigos. Así, el terrorismo “atrapa todo siendo sólo una manipulación 
 
7  P. Missofe ; Op cit,  
8  Ibidem 
9  A. Merari, « Du terrorisme comme stratégie d'insurrection », traducido por J. Minces, in Les 
stratégies du terrorisme, G. Chaliand (dir.), Desclée de Brouwer, 1999, nueva éd. 2002, p. 73. 
Citado por P. Missofe. Ibidem.  
10  Alex P. Schmid et Albert J. Jongman, Political Terrorism : A New Guide To Actors, Authors, 
Concepts, Data Bases, Theories, And Literature, Transaction Publishers, Piscataway, 1988, p. 1-




del lenguaje destinada a dar una unidad ficticia a una realidad más compleja, con un 
fin de condena moral”11. 
 
En este sentido, nos referimos principalmente a la definición funcional del concepto de 
terrorismo que figura en el Código penal. Es una definición funcional, ya que sólo 
muestra los actos que son considerados como terroristas. Igualmente, a los atentados 
terroristas decretados por Francia durante los últimos años.  
 
Los atentados del 14 de noviembre de 2015 marcaron principalmente la historia de 
Francia. Ese día, ya conocido por la fatídica historia, comenzó el estado de urgencia, 
un estado de excepción de derecho que duró dos años12. Este estado, basado en la 
ley del 3 de abril de 1995 permite confiar por decreto, y después de una prórroga 
legislativa, poderes excepcionales a las autoridades de policía administrativa cuando 
exista “un peligro inminente resultante de atentados graves al orden público o en caso 
de acontecimientos que presenten por su naturaleza y su gravedad su carácter de 
calamidad pública” 
 
Esta declaración del estado de urgencia faculta al prefecto13 para restringir la 
circulación de las personas o vehículos, establecer zonas de protección o de 
seguridad. Asimismo, faculta al ministro del interior y a los prefectos a prohibir las 
procesiones, marchas y reuniones de personas en la vía pública14. Estas autoridades 
pueden, también, ordenar la clausura provisional de los “lugares de culto en los que se 
 
11  L. Reverso, Le terroriste est-il une personne ? Droit romain, droit naturel, droit positif, droit pénal 
de l'ennemi, Riséo, 2015-2, n° 24, p. 36. Citado por B. Pauvert, ibidem.  
12  El estado de urgencia comenzó el 14 de noviembre de 2015 y terminó el 1 de noviembre de 2017. 
Sin embargo, las medidas de policía administrativa con el fin de evitar el terrorismo fueron 
traspasadas al derecho común.  
13    Definición de prefecto en el artículo 72 de la constitución francesa: «en los departamentos y los 
territorios, el delegado de gobierno tiene a su cargo los intereses nacionales, del control 
administrativo y del respeto de las leyes»  




realicen declaraciones que constituyan una provocación al odio o a la violencia, o una 
provocación a la comisión de actos de terrorismo o a la apología de tales actos”  
 
Este estado de urgencia permite también el arresto domiciliario de una persona 
considerada peligrosa para la seguridad y el orden público. Además, el Ministro y los 
prefectos pueden ordenar el cierre provisional de las salas de espectáculos, los 
establecimientos de bebidas y los lugares de reunión, los allanamientos domiciliarios, 
o de incautar y explotar los datos contenidos en cualquier sistema informático presente 
en el momento del allanamiento15. 
 
De igual manera, pueden declarar la disolución de las asociaciones o agrupaciones de 
hechos que atenten contra el orden público, y el Ministro del interior puede interrumpir 
cualquier sitio que haga apología de los actos terroristas16.   
 
De este modo, la declaración de un estado de urgencia significa imperativamente un 
refuerzo de los poderes de policía de la autoridad civil17. En este sentido, tienen un 
poder “comparable a los magistrados del orden judicial en período normal”18. A partir 
de este momento, las medidas administrativas basadas en el peligro eminente 
comienzan a plantear problemas. Esto conduce a una crisis de la noción de sanción y 
represión percibidos en el derecho administrativo y el derecho penal.  
 
El derecho penal tiene diferentes formas de sanción, pero la principal es la imposición 
de una pena. Esta pena puede ser útil. Tiene una función de retribución, de eliminación, 
 
15  Ibidem 
16  Ibidem 
17  P. Zavoli. Etat d’urgence ; Junio 2018. Répertoire droit pénal et de la procédure pénale. En la 
plataforma Dalloz 




de ejemplaridad y readaptación social19. Es precisamente la función de ejemplaridad 
la que abarca el concepto de prevención en el derecho penal. Es decir, la pena tiene 
“la función de frenar e incluso impedir el cumplimiento de comportamientos 
considerados indeseables”20 
 
La pena puede imponerse a los individuos después de un litigio en derecho penal, con 
las normas preestablecidas y con la posibilidad de restringir la libertad. Ello en virtud 
del principio de legalidad y de la presunción de inocencia. El órgano competente de 
persecución penal se ocupa de estos casos. Normalmente, el derecho penal es de 
carácter represivo.  
 
En materia administrativa, la sanción administrativa tiene también por objeto reprimir 
un comportamiento culposo. En este caso, la administración impone una sanción al 
agente, teniendo en cuenta la gravedad de su falta. Por ejemplo, existen varios tipos 
de sanciones administrativas. Existen de tipos pecuniarios, amonestaciones, 
suspensiones, prohibición de actividades, retiro de permisos o autorizaciones.  
 
Igualmente, el comportamiento que se califica de sanción debe ser preestablecido por 
la ley. Estas sanciones nunca podrán aplicarse a una privación de la libertad en virtud 
del artículo 66 de la constitución21. De igual manera, las sanciones deben ajustarse al 
artículo 8 de la Declaración de 1789, que establece que “la ley sólo debe establecer 
penas estrictamente y evidentemente necesarias” Esta condición se basa en el respeto 
de cuatro principios: el principio de legalidad, proporcionalidad, de no retroactividad de 
la ley más severa, y del derecho a la defensa.  
 
19  A-S Soudoplatoff. De la peine à la sanction.  Revista « la lettre de l’enfance et de l’adolescence ». 
2004/3 n° 57, p. 15 - 22.  
20  Tratándose de la noción de prevención en derecho penal M. Van de Kerchove. Les fonctions de la 
sanction pénale. Entre derecho y filosofía. Revista caisse nationale d’allocations familiales. 2005/7 
n° 127, p. 22-31. 





Esta distinción parece muy fácil de establecer en teoría, pero en realidad suscita 
problemas. La situación es aún más complicada en lo que respecta a las sanciones 
tomadas por la autoridad administrativa cuando actúa sobre la base del estado de 
urgencia, ya que incluso si esta autoridad puede adoptar medidas al margen del 
derecho común, debe respetar ciertas limitaciones y derechos. En el estado de 
urgencia decretado por el gobierno en 2015, varias medidas administrativas han sido 
objeto de controversia, en particular las relativas a las medidas de privación (incluso 
limitadas) de la libertad.  
 
De tal manera, este proyecto busca hacer un seguimiento del derecho del 
antiterrorismo derivado de los ataques terroristas que han trastornado a la ciudadanía 
francesa. Con estos acontecimientos, la administración ha desempeñado un papel 
importante en la regulación excesiva con el fin de prevenir, o a veces sancionar, futuros 
ataques. Sin embargo, varias de estas competencias se atribuían también al derecho 
penal y al juez judicial. Esto nos lleva a preguntarnos: ¿el derecho del antiterrorismo 
pertenece ahora a la rama del derecho administrativo? 
 
Para comprender este cuestionamiento habría que hacer referencia al término 
“administrativización”. Esta palabra engloba la intromisión excesiva de la 
administración en ciertas competencias que normalmente corresponden al legislador 
o al juez. Podría significar un desequilibrio en la concepción tradicional de la 
separación de poderes, pero en algunas situaciones de urgencia esa intromisión es 
necesaria. Es el caso del terrorismo. Sin embargo, ella debe ser limitada.  
 
En primer lugar, veremos cómo se ha llevado a cabo la administrativización en las 
medidas antiterroristas. Primero, el marco tradicional de las medidas tomadas en el 




tomadas por la administración. Segundo, de manera paralela, estas medidas han 
reforzado también el poder de la policía judicial en este ámbito.  
 
Aunque, ciertas de estas medidas se han basado en un carácter preventivo. En esta 
etapa, el legislador ha desempeñado un rol determinante. Sus disposiciones 
contemplan la necesidad de reforzar las medidas antiterroristas. Así, utiliza el carácter 
“preventivo” de las disposiciones legislativas, pero a pesar de la prevención concebida 
en el derecho penal.  
 
Esto nos llevará en una segunda etapa a la administrativización del control de las 
medidas antiterroristas. En este marco, es el juez administrativo quien ve una 
redefinición de su papel como protectores de derechos. En este momento habría que 
reflexionar sobre el ámbito de acción actual del juez judicial y si es posible que su papel 
como guardián de libertades se vea amenazado por el juez administrativo.  
 
Este tema destaca su importancia en la realidad actual en virtud de los acontecimientos 
que afectan a la sociedad francesa. Sin embargo, esto puede implicar una crisis a nivel 
institucional, si los límites establecidos en el estado de urgencia sobrepasan los límites 
de un mínimo de garantías de los derechos humanos, como la presunción de 
inocencia, por ejemplo. Por esta razón, en este proyecto se expondrá cómo el estado 
de urgencia ha trastocado la concepción del juez judicial como guardián de libertades, 







2. RESULTADOS Y DISCUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
2.1. LA ADMINISTRATIVIZACIÓN DE MEDIDAS ANTITERRORISTAS  
 
El derecho del antiterrorismo es un derecho normalmente derogatorio, que exige del 
derecho ser más eficiente, incluso fuera de sus límites. Cabe señalar, por ejemplo, en 
materia de derecho penal, las infracciones y las medidas antiterroristas no están 
sujetas a las mismas condiciones que las infracciones de derecho común. Por tanto, 
el derecho penal ha tenido que adaptarse a las particularidades de la lucha contra el 
terrorismo para tener cumplir con el objetivo de luchar eficazmente. Sin embargo, para 
el legislador las armas del derecho penal no fueron suficientes. Por lo cual, el derecho 
administrativo surgió como respuesta a las necesidades de armamento en la lucha 
contra el terrorismo. Por ello, el legislador ha construido todo un armamento de 
medidas administrativas para hacer frente a las amenazas contra el orden público. 
Este nuevo armamento permite proteger el orden público con mucha más allá del 
derecho penal. El objetivo es evitar que se cometan nuevos actos de terrorismo y para 




2.1.1 Una injerencia administrativa en las medidas antiterroristas 
 
El armamento de la lucha contra el terrorismo se ha transformado a lo largo de estos 
últimos años en un armamento mixto. En primer lugar, el legislador ha preferido armar 
el derecho de medidas que sean mayormente administrativas, es decir, competencia 
de la policía administrativa y no de la policía judicial. Para ello, la policía administrativa 




materia de lucha contra el terrorismo, de igual manera, no ha descartado totalmente la 
competencia de la policía judicial en esta lucha. Las medidas existentes no han sido 
retiradas del ordenamiento jurídico, sino que han sido mantenidas o reforzadas con la 
creación de nuevas medidas judiciales. 
 
 
2.1.1.1 La creación de nuevas medidas administrativas  
 
El derecho del antiterrorismo como cualquier otro derecho debe evolucionar 
constantemente para responder a las necesidades de la sociedad. En los últimos años 
esta evolución se ha visto influenciada por la administrativización de las medidas 
antiterroristas. El legislador ha dotado a la administración de medidas administrativas 
para luchar contra el terrorismo. La policía administrativa tiene un campo de 
intervención mucho más amplio que el de la policía judicial por lo tanto las medidas 
administrativas antiterroristas deben abarcar todos los ámbitos de la sociedad.  Así, 
las medidas creadas para la policía son de dos tipos las primeras generales y las 
segundas son específicas de la persona.  
 
2.1.1.1.1 Las medidas generales tomadas durante el estado de urgencia  
La protección del orden público en materia de derecho del antiterrorismo implica el 
establecimiento de medidas que sean generales a toda la sociedad o a una parte de 
la sociedad. Por lo tanto, las leyes antiterroristas dotaron a la policía administrativa de 
tres tipos de medidas generales.  En primer lugar, la clausura de lugares de culto, en 
segundo lugar, los perímetros de protección y por último la policía administrativa fue 
dotada de útiles generales como las técnicas de información. 
 
Clausura de lugares de culto  
La medida de cierre de lugares de culto, no es nueva. El legislador ya la había 




abril de 1995 estableció la posibilidad del “ministro del interior, para el conjunto del 
territorio donde esta instituido el estado de urgencia, el gobierno general para Argelia 
y el prefecto del departamento, ordenar el cierre provisorio de salas de espectáculo, 
bares y lugares de reunión de toda naturaleza”. Aunque, en relación con esta 
posibilidad de cierre de lugares de reunión, el artículo no trate concretamente del cierre 
de los lugares de culto.   
 
La idea del cierre de los lugares de culto fue concretada en 2016 con la ley n° 2016-
987 del 21 de julio de 2016. Esta ley modifica el anterior artículo 8 de la ley de 1995 
con el fin de consagrar la posibilidad para el prefecto de cerrar los “lugares de culto en 
los que se realicen declaraciones que constituyan una provocación al odio o a la 
violencia o una provocación a la comisión de actos de terrorismo o haciendo apología 
de tales actos”. Dicho cambio es consecuencia del estado de urgencia proclamado en 
2015, durante el cual se declararon 19 cierres de lugares de culto22. 
 
Estas medidas atentan contra los derechos y libertades, especialmente el derecho de 
manifestar su convicción religiosa establecido en el artículo 9 de la Convención 
Europea de Derechos Humanos. No obstante, dichas libertades podrán ir 
acompañadas de restricciones cuando estas sean necesarias para la seguridad 
pública o para la salvaguarda del orden público23. Este es el caso de las medidas 
adoptadas durante el estado de urgencia. Pero si se mantienen después del estado de 
excepción, ¿pueden ser consideradas como convencionales? 
 
Este interrogante puede plantearse desde la creación de un nuevo artículo en el código 
de seguridad interior (CSI). El articulo L 227-1 de dicho código permite al 
 
22La ley del 30 de octubre de 2017 renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme : un an 
après, Rapport d'information n° 220 (2018-2019) de M. Marc-Philippe DAUBRESSE, hecho a 
nombre de la comisión de leyes, depositado el 19 de diciembre de 2018. 
23La loi renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme - . - À propos de la loi n° 2017-




“representante del estado en el departamento o, a Paris, el prefecto de policía” de 
“clausurar los lugares de culto en los que el discurso, las ideas o las teorías que se 
difunden o las actividades que se llevan a cabo provocan a la violencia, el odio o la 
discriminación; inciten a la comisión de actos de terrorismo o promuevan dichos actos”. 
Estas medidas se adoptan únicamente con fines de prevención y no necesariamente 
en el caso de un atentado concreto a la seguridad pública o a la protección del orden 
público. Para el Consejo Constitucional (C.C), la medida de clausura de los lugares de 
culto es de orden constitucional, ya que el legislador ha garantizado una conciliación 
que no es manifiestamente desequilibrada entre, por una parte, el objetivo de valor 
constitucional de prevenir los ataques al orden público, y por otra, la libertad de 
conciencia y el libre ejercicio de los cultos24. 
 
Según el juez, el hecho de que la medida de clausura está basada en la provocación 
a la violencia, al odio o a la discriminación, justifica su creación, ya que contribuye al 
objetivo de valor constitucional de prevención de ataques al  orden público25. 
Igualmente, el juez considera que las condiciones de aplicación de esta medida 
permiten justificar la violación de determinadas libertades.  
 
Así, la medida de clausura de lugares de culto va acompañada de un procedimiento 
de ejecución particular. Su ejecución es de oficio al cabo de 48 horas, en las que podrá 
ser objeto de un recurso de libertad provisional ante el juez administrativo. La decisión 
prefectoral deberá estar motivada y precedida de un procedimiento contradictorio 
previo, con las condiciones establecidas por el Código de relaciones entre el público y 
la administración26.   
 
 
24C.C., décis. N° 2017-695 QPC 29 de marzo de 2018 
25C.C., décis. N° 2017-695 QPC 29 de marzo de 2018 
26La transposition dans le droit permanent des principales mesures de l'état d'urgence À propos de la 
loi n° 2017-1510 del 30 de octubre de 2017 renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le 




Igualmente, el legislador limitó a seis meses la duración de esta medida y no ha 
previsto que pueda ser renovada. La posterior adopción de una nueva medida de 
clausura, solo podrá basarse en hechos ocurridos tras la reapertura del lugar de 
culto27. En este caso el prefecto debería tener en cuenta no solamente las 
consecuencias, sino también la posibilidad de practicar su culto en otro lugar.  
 
La clausura de lugares de culto, ejercida en el derecho común, no ha sido hasta el 
momento particularmente utilizada, a diferencia de lo que ocurre durante el estado de 
excepción. En efecto, entre el 1 de noviembre de 2017 y el 30 de noviembre de 2018, 
solo se han clausurado seis lugares de culto. Este no es el caso de las otras medidas 
administrativas como los perímetros de protección que han tenido una gran aplicación. 
 
Perímetros de protección  
Las prefecturas han utilizado ampliamente la posibilidad de establecer perímetros de 
protección. Desde el mes de noviembre de 2017, se han establecido 24 perímetros de 
protección en todo el territorio, hasta 36 perímetros durante el mes de julio de 201828. 
 
El legislador en el artículo 1 de la ley de 2017, ha introducido en el CSI un nuevo 
capítulo que incluye un único artículo, el artículo L 226-1, relativo a la posibilidad de 
que el prefecto  establezca perímetros de protección en los que están regulados 
el acceso y la circulación de las personas.  
 
Este dispositivo se inspira del artículo 5 de la ley del 3 de abril de 1955, en el cual el 
legislador confiere al prefecto la facultad de prohibir la circulación de personas o de 
 
27C.C., décis. N° 2017-695 QPC 29 de marzo de 2018 
28La ley del 30 de octubre de 2017 renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme : un an 
après, Rapport d'information n° 220 (2018-2019) de M. Marc-Philippe DAUBRESSE, hecho a 




vehículos en los lugares y a las horas fijadas por decreto. Pueden establecer mediante 
decreto zonas de protección o de seguridad en las que el paso de las personas este 
regulado.  
 
En 2016, fue ampliado el dispositivo previsto en el artículo 5, con la introducción de un 
nuevo artículo en la ley de 1955, el artículo 8-1. Este artículo permite que el acceso a 
ciertas zonas esté sujeto, mediante un decreto prefectoral motivado, a un control de 
identidad, una inspección visual, un registro de equipajes o incluso de vehículos, 
efectuado por los oficiales y agentes de la policía judicial29. En esta nueva concepción 
de perímetros de protección, el legislador amplió las competencias de la policía 
administrativa permitiendo no solo el control, sino también la inspección de equipajes 
y vehículos que no preveía anteriormente. El legislador ha adoptado esta última 
concepción para incorporarla al derecho común.  
 
El artículo L 226-1 del CSI es más específico en su objetivo que en los dispositivos del 
estado de urgencia, ya que tiene por objeto garantizar la seguridad de los lugares o 
acontecimientos expuestos al riesgo de actos de terrorismo, es decir que busca en la 
práctica prevenir dichos actos. Así pues, es necesario que la decisión esté motivada 
por dos condiciones cumulativas: la naturaleza del hecho y la amplitud de 
frecuentación. Además, las operaciones de control de seguridad, de inspección visual 
y de registro de equipaje, así como el examen del vehículo, requieren el 
consentimiento de los interesados, lo cual no era necesario durante el estado de 
urgencia.   
 
La autoridad administrativa tiene un gran poder respecto a las medidas de protección 
de perímetro, ya que en el decreto prefectoral puede prever las normas de acceso y 
de circulación, adaptándolas a los imperativos de la vida privada, profesional y familiar, 
 
29La ley renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme. À propos de la ley n° 2017-1510 




de los interesados. De igual manera, el legislador ha concedido a las autoridades 
administrativas la posibilidad de prever la audiencia y la duración de la medida, 
respetando las necesidades que ponen en manifiesto los hechos,  limitando la medida 
de un mes de aplicación  que solo podrá renovarse  si se siguen reuniendo las 
condiciones de naturaleza y de magnitud30. 
 
El legislador reforzó aún más los poderes de la policía administrativa en lo que respecta 
a la delegación de sus competencias a las personas privadas31. En efecto el artículo L 
226-1 del CSI establece la posibilidad para los agentes de policía judicial de asistirse 
por agentes autorizados de empresas privadas de seguridad. Éstos actúan bajo la 
autoridad de un oficial de la policía judicial.  
 
Los perímetros de protección son medidas que pueden atentar contra los derechos y 
libertades de las personas, en particular la libertad de circulación. En consecuencia, 
han sido objeto de muchas decisiones ante el CC, en relación con su aplicación en el 
marco del estado de urgencia. En este caso, las disposiciones fueron declaradas 
contrarias a la constitución32. En lo que respecta a la aplicación fuera del estado de 
urgencia, estas últimas has sido objeto de un control de constitucionalidad (QPC) ante 
el mismo C.C33.  
 
El C.C ha considerado que el legislador garantizó una conciliación que no es 
manifiestamente desequilibrada entre el objetivo de valor constitucional de prevención 
y las libertades de las personas. En primer lugar, el juez se pronunció sobre la 
delegación de competencias en los perímetros de protección. Ésta no es 
 
30Ley n° 2017-1510 del 30 de octubre de 2017 renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le 
terrorisme, articulo 1 
31Artículo 12 de la declaración de 1789. 
32C.C., décis. N° 2017-677 QPC del 1 de diciembre de 2017 




inconstitucional si “las autoridades públicas adoptan las disposiciones para garantizar 
que se garantice continuamente la efectividad el control ejercido sobre estas personas 
por los funcionarios de policía judicial”34. Finalmente, respecto a la violación de 
libertades, el juez estableció dos reservas. En cuanto a la primera, es necesario que 
las medidas tomadas dentro de los perímetros de protección no se basen en criterios 
de discriminación. La segunda, la renovación del decreto no puede decidirse sin que 
el prefecto establezca la persistencia del riesgo35. 
 
Técnicas de información    
La ley del 24 de julio de 2015 relativa a la información, inserta en el CSI un libro titulado 
“De la información” se refiere a las técnicas de inteligencia. En este libro se inserta un 
título V sobre las técnicas de recolecta de información sujetas a autorización.  
 
Estas técnicas de inteligencia no son totalmente nuevas, ya que la ley del 9 de marzo 
de 2004 había introducido en el derecho común dispositivos de inteligencia, que 
dependen de la policía judicial. La ley de 2015 introduce las medidas de inteligencia 
que el legislador considere como preventivas y, sin embargo, se refieren a la policía 
administrativa. El artículo L 811-3 del CSI permite a las autoridades administrativas 
recurrir a estas técnicas para garantizar la defensa y la promoción de los intereses 
fundamentales de la nación. En particular, la prevención del terrorismo, la prevención 
de los atentados contra la forma republicana de las instituciones, las acciones 
tendientes al mantenimiento o a la reconstitución de los grupos disueltos, y de la 
violencia colectiva que pueden atentar gravemente contra la paz pública; la prevención 
de la criminalidad y la delincuencia organizada y la prevención de la proliferación de 
las armas de destrucción masiva.  
 
 
34Para saber más v., Sécurité / Police - La loi sécurité et terrorisme au crible des libertés et droits 
fondamentaux - Commentaire par Jean-Charles Jobart 




Las técnicas son cada vez más poderosas e intrusivas en la vida privada. Algunas de 
ellas pueden llevar a cabo una vigilancia selectiva, mientras que otras pueden 
asociarse a una vigilancia ampliada, a veces calificada de masiva36. Como la medida 
del artículo L 851-3 del CSI que impone a los operadores de telecomunicaciones la 
aplicación de tratamientos automatizados destinados a detectar conexiones que 
puedan revelar una amenaza terrorista. La recopilación de información no se refiere a 
una persona concreta, sino a una vez que el tratamiento detecta datos susceptibles de 
amenaza, previo dictamen de la Comisión Nacional de Control de Técnicas de 
Inteligencia (CNCTR), el primer ministro podrá proceder a la identificación de la 
persona o personas afectadas. Este artículo puede poner en tela de juicio las 
disposiciones de la Directiva del 8 de junio del 2000 sobre el comercio electrónico. En 
particular, el artículo 15 que prohíbe a los Estados miembros imponer a los prestadores 
de servicios una obligación general de control de la información que transmiten o 
almacenan o una obligación general de investigar activamente los hechos o las 
circunstancias que revelan actividades ilícitas. Sin embargo, el C.C considera que el 
artículo no es contrario a la directiva, porque la información sólo se almacena por un 
periodo de 60 días a partir de la fecha de recopilación37. 
 
El artículo L 851-6 permite la recopilación de datos por un dispositivo de proximidad, 
denominado IMSI-catcher. Este dispositivo registra en un área específica, dos tipos de 
datos. En primer lugar, los datos técnicos de conexión permitiendo la identificación de 
un equipo terminal o de un numero de abono de su utilizador. En segundo lugar, los 
datos relativos a la localización de los equipos terminales utilizados. La duración de 
conservación de estos datos es amplia, 4 años a partir de su recopilación. La 
destrucción será posible tan pronto como se descubra que no guardan relación con la 
autorización, en un plazo máximo de 90 días. Los IMSI-catchers son repartidos por 
ministerio y por la cantidad de los dispositivos utilizados simultáneamente es limitada 
 
36X. Latour, La loi relative au renseignement : un État de surveillance?, JCP A 2015, 2286 




por el primer ministro, previo dictamen de al CNCTR. El primer ministro en 2016 dictó 
una orden para fijar y repartir la cantidad de dispositivos que pueden utilizarse. Tras el 
dictamen de la CNCTR adoptado el 18 de diciembre de 2015, el primer ministro 
estableció el contingente de 60 días. Esta cifra no ha cambiado desde entonces, 
debido a la no modificación del contingente establecido38. 
 
Además, de estas técnicas generales de inteligencia, existen técnicas de inteligencia 
más individuales; que forma parte de las medidas individuales adoptadas en el marco 
de la administrativización del derecho del antiterrorismo. 
 
2.1.1.1.2 Las medidas individuales 
 
Técnicas de información  
Conviene recordar que estas técnicas son de “vigilancia preventiva” y, sin embargo, 
pertenecen a la policía administrativa, desde la aplicación de la ley de 2015. Las 
técnicas de información individuales son más amplias que las técnicas generales. En 
primer lugar, el artículo L 851-1 del CSI prevé la posibilidad de acceder a los datos de 
conexión de una persona a través de los operadores de redes de telecomunicaciones. 
Dispositivo que ya existía en el artículo L 246-1 del CSI, pero que fue reforzada por la 
ley del 24 de julio de 2015.  
 
El C.C, tras el fortalecimiento de esta ley, se pronunció sobre la constitucionalidad del 
acceso administrativo a los datos de conexión. El cual valido la recopilación de la 
información,  siempre que la autorización de recopilación se refiera únicamente “a la 
identificación de personas usuarias de los servicios ofrecidos por los operadores, sobre 
las características técnicas de las comunicaciones realizadas por estos últimos y sobre 
la localización de los equipos terminales y no podrán referirse en ningún caso al 
 




contenido de las correspondencias intercambiadas o de la información consultada, en 
cualquiera de sus formas, en el marco de dichas comunicaciones”39. 
 
Además, el juez considera que la puesta en práctica de este dispositivo está cubierto 
por garantías tales como la autorización del primer ministro, previa solicitud escrita y 
motivada del ministro de defensa, del ministro del interior o de los ministros encargados 
de economía, presupuesto o aduana, previo dictamen y control de la CNCTR, así como 
la posibilidad de recurrir al C.C en caso de irregularidad.40 Así, el juez permitió la 
existencia de estas medidas incluso si atentaban contra los derechos y libertades, 
debido al control a priori ejercido por la autoridad administrativa.  
 
Otra técnica individual prevista por la ley de 2015, es el artículo L 851-2, relativo al 
acceso en tiempo real de los datos de conexión de una persona. De la misma manera 
que por el artículo L 851-1, el juez se pronunció sobre su constitucionalidad tras su 
nueva redacción de la ley del 21 de julio de 2016. El juez la declarará conforme cuando 
se aplique a una persona previamente identificada que pueda estar relacionada con 
una amenaza, como garantía para asegurar una conciliación que no sea 
manifiestamente desequilibrada entre, por una parte, la prevención de las violaciones 
contra el orden público y aquellas de las infracciones y, por otra parte, el derecho a la 
intimidad41. Este dispositivo está previsto por una duración de 4 meses, renovable una 
sola vez.  
 
Los artículos L 851-4 y L 851-5 permiten la localización en tiempo real, en el primero 
de un celular y en el segundo de las personas, vehículos y objetos. Estas técnicas 
están autorizadas por una duración de 4 meses renovables. Las técnicas de 
localización deberán hacerse sobre un individuo determinado. Disponen de las mismas 
 
39 C.C., décis. 23 de julio de 2015, N° 2015-713 DC 
40 C.C., décis. 23 de julio de 2015 N° 2015-713 DC 




garantías previstas por el artículo L 851-1 y, sin embargo, no atentan de forma 
manifiestamente desproporcionada contra el derecho a la intimidad. En lo que 
concierne al artículo L 851-5, la localización se realiza mediante la colocación de una 
maleta.   
 
El CSI autorizó tres tipos de técnicas, la primera, el acceso administrativo de los datos, 
la segunda, las interceptaciones de seguridad y la tercera, la sonorización de ciertos 
lugares y vehículos y de la captación de imágenes y datos informáticos. En el segundo 
tipo de técnicas podemos encontrar el artículo L 852-1 que prevé la posibilidad de 
grabar las comunicaciones telefónicas de una persona y de las personas de su entorno 
susceptibles de facilitar información. La duración de aplicación de esta técnica se basa 
en los objetivos perseguidos por la autorización. Si la autorización se refiere a la 
independencia, la integridad, la defensa nacional, la prevención del terrorismo, y la 
prevención de los atentados contra la forma republicana de las instituciones, la 
duración será de 48 horas renovables. En caso contrario será de 4 meses renovables.  
 
Los artículos L 853-1 a L 853-3 prevén la utilización de dispositivos técnicos que 
permitan la captación, la fijación, la transmisión y el registro de las palabras 
pronunciadas a título privado o confidencial o de imágenes en un lugar privado42. 
Además, se permite el acceso a los datos informáticos almacenados en un sistema 
informático, registrarlos, conservarlos y transmitirlos, incluso si se muestran en una 
pantalla para el usuario de un sistema de tratamiento automatizado de datos, tal como 
se introduce en ella mediante introducción de caracteres o tal como se reciben y emiten 
por dispositivos.43 Estos dispositivos están previstos como medio ultimo cuando la 
información no puede recogerse por ningún otro medio legalmente autorizado.  
 
 
42Código de la seguridad interior articulo L 853-1 




Las medidas individuales, no solo están incluidas en el derecho común por la ley del 
2015, sino que también están previstas en el marco del estado de excepción, en 
particular la ley del 30 de octubre de 2017.  
 
Las medidas individuales de control administrativo  
Las medidas individuales de control administrativo se inspiraron en los arrestos 
domiciliarios previstos en el artículo 6 de la ley del 3 de abril de 1955. La ley del 30 de 
octubre de 2017 en su artículo 3, ha insertado en el CSI los artículos L 228-1 a L 228-
7 que facultan al primer ministro para obligar, por decisión escrita y motivada, a una 
persona a cumplir una serie de obligaciones44. 
 
Estas medidas individuales, no son totalmente diferentes de sus predecesoras, ya que 
ambas dependen de la policía administrativa. Sin embargo, las medidas individuales 
van más allá del arresto domiciliario. Estas asignaciones solo se concedían a las 
personas sobre las que había razones fundadas para creer que su comportamiento 
constituía una amenaza para la seguridad y el orden público45. Cuando, el nuevo 
artículo del CSI amplía la aplicación a toda persona que “tenga una relación habitual 
con personas u organizaciones que inciten, faciliten o participen en actos de 
terrorismo”46 o que “sostenga, difunda, cuando esta difusión vaya acompañada de una 
manifestación de adhesión a la ideología expresada, o adhiera a tesis que inciten a la 
comisión de actos de terrorismo o que promuevan tales actos47. 
 
Las obligaciones de las personas no han cambiado mucho con la ley del 2017. En 
primer lugar se le impone a la persona la interdicción de desplazarse fuera del 
 
44Evan Raschel, la sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme entre cadence et décadence, Droit 
pénal n° 12, Diciembre 2001 
45Ley 3 de abril de 1955, artículo 6 
46Código de seguridad interior artículo L 228-1 




perímetro geográfico determinado, que no podrá ser inferior al territorio de la comuna48. 
Esta restricción va acompañada de una reserva ya que debe permitir al interesado 
continuar con su vida familiar y profesional.  
 
A continuación, la ley prevé la obligación de presentarse periódicamente a los servicios 
de policía o a las unidades de la gendarmería, dentro del límite de una vez al día, la 
autoridad administrativa deberá precisar su esta obligación se aplica los domingos y 
días festivos o feriados49. Así como la obligación de declarar su lugar de residencia y 
cualquier cambio de éste50. 
 
El legislador a previsto para estas tres medidas una duración de 3 meses a partir de la 
notificación de la decisión del ministro, renovable una vez. Después de un periodo 
acumulativo de 6 meses, cada renovación estará supeditada a la existencia de nuevos 
elementos o de elementos complementarios. Sin embargo, el tiempo transcurrido, no 
podrá en ningún caso, ser superior a 12 meses51.  
 
El artículo L 228-4 del CSI prevé también una nueva obligación alternativa al arresto 
domiciliario52. El ministro del interior puede, tras haber informado al fiscal, obligar a 
una persona a declarar su domicilio y todo cambio de éste; a informar sus 
desplazamientos fuera de un perímetro determinado y a no transitar por un lugar 
determinado, que no puede incluir el domicilio de la persona interesada. La duración 
de esta medida es de 6 meses a partir de la notificación de la decisión del ministro, 
 




52H. Matsopoulou., La transposition dans le droit permanent des principales mesures de l'état d'urgence 
- . - À propos de la loi n° 2017-1510 del 30 de octubre de 2017 renforçant la sécurité intérieure et 





renovable una vez. Al cabo de 6 meses cumulativos, este periodo solo podrá renovarse 
que sobre la base de nuevos elementos o de elementos complementarios. La duración 
total acumulada de las obligaciones mencionadas no podrá exceder de 12 meses.  
 
Los dispositivos ya mencionados se completan con la interdicción de entrar en 
contacto, directo o indirecto, con ciertas personas, perfectamente identificadas, del 
cual existen razones serias para creer que su  comportamiento constituye una 
amenaza para la seguridad pública53. Esta obligación ya existía en el artículo 6 de la 
ley de 2015.  
 
El legislador retomo la obligación de sustitutiva de vigilancia electrónica (PSE). Este 
dispositivo permite a la persona eludir su obligación de presentarse periódicamente 
ante una autoridad54. En contraparte, la persona debe llevar un brazalete electrónico, 
por el mismo tiempo y en la misma zona geográfica donde se encuentra la interdicción 
de desplazamiento. Solo podrá establecerse con el consentimiento de la persona y 
previa notificación al fiscal.  
 
Estas prohibiciones ponen en manifiesto graves violaciones a la libertad de circulación. 
Sin embargo, el C.C consideró que estas medidas no son contrarias a la constitución, 
a pesar de que atentan contra la libertad de circulación de la persona. No obstante, el 
rechazo de sus pretensiones, era bastante previsible, teniendo en cuenta la 
satisfacción constitucional concedida a los arrestos domiciliarios adoptados en virtud 
del artículo 6 de la ley del 3 de abril de 195555. 
 
 
53Código de seguridad interior artículo L 228-5 
54Especialmente, la obligación prevista en el 2 parágrafo del artículo L. 228-2 
55G. Eveillard., Les mesures individuelles de contrôle administratif et de surveillance et la Constitution 




Ahora bien, en lo relacionado al procedimiento del arresto domiciliario, estaba 
justificado por la existencia del estado de urgencia56. Lo que no ocurre con las medidas 
individuales de control administrativo. Sin embargo, el juez los declaró conformes, ya 
que solo pueden pronunciarse con el fin de prevenir la comisión de los actos de 
terrorismo57. 
 
Por otra parte, el juez alega tanto la existencia de un marco estricto del campo de 
aplicación de la medida y la seguridad de las garantías necesarias previstas por estas 
medidas58. Así pues, el juez formuló dos reservas en lo concerniente a su aplicación. 
La primera sobra la duración cumulativa de estas medidas y la segunda sobre el plazo 
de respuesta del recurso de medidas provisionales previsto en las medidas 
individuales.  
 
Según el juez, el legislador ha garantizado una conciliación que no está 
manifiestamente desequilibrada entre, por una parte, el objetivo de valor constitucional 
de prevenir las violaciones contra el orden público y, por otra parte, la libertad de 
circulación, el derecho a la intimidad, el derecho a una vida familiar normal y el derecho 
a un recurso judicial efectivo59. 
 
Desde el 31 de octubre de 2017, 72 personas han sido objeto de medidas individuales 
de control administrativo y vigilancia. Este dispositivo se utilizó muy rápidamente para 
tomar el relevo de los arrestos domiciliarios60. En virtud de la Ley de 30 de octubre de 
 
56 Ver igualmente C.C., Décision n° 2015-527 QPC del 22 de diciembre de 2015, considérant 11. 
57C.C., Décis. N° 2017-691 QPC del 16 de febrero de 2018 
58Ibidem 
59Ibidem 
60Rapport d’information La loi del 30 de octubre de 2017 renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre 




2017 se establecieron otras medidas individuales, a saber, las visitas domiciliarias y 
los decomisos y registros domiciliarios establecidos en el artículo 4 de la ley.  
 
Las visitas domiciliarias y la incautación y el registro  
Al igual que las medidas individuales de control administrativo y de vigilancia, las 
visitas domiciliarias y la incautación y registro se inspiraron de las medidas adoptadas 
en el marco del estado de urgencia. El artículo 4 de la ley del 30 de octubre de 2017 
retoma los allanamiento administrativos61. 
 
Los allanamientos administrativos son solicitados por la autoridad administrativa con 
la autorización del juez de libertades y detención. Los artículos L 229-1 y siguientes 
del CSI le confían la autorización de la “visita de un lugar, así como la incautación de 
los documentos, objetos o datos que en él se encuentren”. Estos procedimientos tienen 
por objeto prevenir la comisión de actos de terrorismo. La visita a los lugares podrá 
realizarse “cuando existan razones fundadas de creer que un lugar es frecuentado por 
una persona cuyo comportamiento constituye una amenaza de particular gravedad 
para la seguridad y el orden público”62. Los allanamiento administrativos resultantes 
de la ley del 2015 pueden efectuarse tanto de día como de noche, pero en este último 
caso debe existir una motivación especial basada en la urgencia o las necesidades de 
la operación63, esto ya no es posible en las visitas de derecho común.  
 
En el momento de la visita se notifica al ocupante del lugar o a su representante la 
orden de visita y de embargo. Si el ocupante está ausente, la orden se notificará 
después de las operaciones  por carta certificada con solicitud de notificación de 
 
61Creados por la ley N° 2015 -1501 del  20 de noviembre de 2015 modifiant l’article 11 de la loi 3 avril 
1955 
62Código de la seguridad interior artículo L 229-1 
63J.C. Jobart, la loi sécurité et terrorisme au crible des libertés et droit fondamentaux, La Semaine 




recibo64. Además, de esta obligación, la visita debe hacerse en presencia del ocupante, 
en caso contrario debe realizarse en presencia de dos testigos. Desde el 1 de 
noviembre de 2017, se presentaron 96 solicitudes de visita domiciliaria al juez de 
libertad y detención del tribunal de gran instancia de Paris por parte de las autoridades 
prefectorales, las cuales fueron rechazadas; 81 dieron lugar a una orden que 
autorizaba la visita, pero sólo 74 visitas fueron efectivamente realizadas65. 
 
 
2.1.1.2 El mantenimiento y fortalecimiento de las medidas de policía judicial 
en el derecho antiterrorista  
 
La evolución legislativa hace del derecho antiterrorista un derecho más limitado de la 
policía administrativa que de la policía judicial. Esta evolución se enmarca más en la 
prevención que en la represión. La prevención del terrorismo no sólo afecta al derecho 
público, sino también al derecho penal, que también tiene una función preventiva la de 
disuadir a un delincuente potencial de cometer un acto66. Así, el derecho penal 
confiere a la policía judicial la facultad de retener el poder preventivo para 
determinadas medidas antiterroristas. Sin embargo. La lucha contra el terrorismo no 
ha dejado de ser un objetivo del derecho penal y de la policía judicial. En consecuencia, 
el derecho penal sigue consolidando sus poderes de represión 
  
2.1.1.2.1 El mantenimiento de los poderes de la policía judicial en el derecho 
antiterrorista  
 
64Código de la seguridad interior artículo L229-2 
65Rapport d’information La loi du 30 octobre 2017 renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le 
terrorisme : un an après 
66B. Warusfel, “ L’émergence d’un droit répressif pour lutter contre le financement du terrorisme » in 




El derecho antiterrorista ha permitido una desviación del derecho penal, ya que no es 
más un derecho represivo en estricto sentido.  Va más allá de la comisión, 
concentrándose más bien en la preparación del acto. Así pues, el derecho penal tipifica 
los delitos que califican de preventivos. Según el profesor Günther, el derecho penal 
puede ser calificado como el derecho penal del enemigo67. En primer lugar, hay que 
examinar los delitos de participación y luego concentrarse en los delitos de apología.  
 
Las incriminaciones de participación 
El poder legislativo ha mantenido constantemente el poder de la policía judicial sobre 
el control de los actos de terrorismo. Por consiguiente, el código penal en su artículo 
421-2-1 prevé una incriminación autónoma. Esta tipificación se aparta del derecho 
común por su calificación y su represión. Cabe señalar que el legislador mantiene la 
tipificación de delito68 cuando la persona participa en una agrupación o en un acuerdo 
establecido para la preparación, caracterizada por uno o varios hechos materiales, de 
uno de los actos de terrorismo69. Sin embargo, cuando la persona dirige u organiza 
esa agrupación o acuerdo, la represión sale de la base de lo común  y ya no se califica 
como un delito sino como un crimen70. 
 
Anteriormente, la incriminación de crimen organizado sólo estaba tipificada como un 
delito71. La ley n° 2004-204 del 9 de marzo de 2004 llamada Perben II, relativa a la 
adaptación de la justicia a la evolución de la delincuencia, prevé, por la primera vez la 
calificación criminal del crimen organizado con una pena de veinte años de prisión. 
Posteriormente, la ley n° 2016-987 del 21 de julio de 2016, por la que se prorroga la 
aplicación de la ley n° 55-385 del 3 de abril de 1955, reforzó la pena del artículo 421-
 
67G. Jakobs, Aux limites de l'orientation par le droit : le droit pénal de l'ennemi, RSC 2009, p. 7 
68Código penal artículo 421-5 al 1 “les actes de terrorisme définis aux articles 421-2-1 et 421-2-2 sont 
punis de dix ans d’emprisonnement et de 225 000 € d’amende 
69Código penal artículo 421-2-1 
70Código penal artículo 421-5 al. 2 




2-1 y la elevó a 30 años de prisión72. El grave historial de represión ratifica la autonomía 
de esta incriminación. Otro elemento de la autonomía de la incriminación concierne los 
crímenes y delitos objeto de la participación. Estos no son genéricos como en derecho 
común, son específicos y están determinados en su alcance terrorista por los artículos 
421-173 y 421-274 los cuales se refieren respectivamente a los actos terroristas 
“derivados” y a los actos de terrorismo ecológicos.  
 
Esta incriminación forma parte de las incriminaciones denominadas “obstáculo” que 
son preventivas y que van más allá del iter criminis75. Esto permite el aumento de los 
poderes de la policía judicial. No está aquí solamente para reprimir un comportamiento, 
sino también  para prevenir o más bien reprimir los comportamientos debido a la 
peligrosidad que puedan representar par el orden público76. Por consiguiente, los 
elementos constitutivos de la calificación de estas infracciones no deben ser 
excesivamente exigentes. Así, la calificación de prevención de crimen organizado 
permite a la policía judicial  perseguir a una persona por el mero hecho de su 
participación en un grupo terrorista sin necesidad de que se demuestre 
verdaderamente su participación en las infracciones terroristas77. La persona en su 
participación deberá tener conocimiento de su vocación a la preparación a un acto 
 
72Ibídem. 
73« Constituyen actos de terrorismo : las violencias voluntarias contra la vida, las violencias voluntarias 
a la integridad de la personas, y el secuestro así como el secuestro de aeronaves, de barcos o de 
cualquier otro medio de transporte ; los robos, las extorsiones, las destrucciones, las 
degradaciones y daños ; así como las infracciones en materia informática ; las infracciones en 
materia de grupos de combate y de movimientos disueltos ; las infracciones en materia de armas, 
de explosivos o de materiales nucleares; la ocultación del producto de una de las infracciones 
previstas en los parágrafos 1° a 4° del presente artículo; las infracciones de lavado de activos, los 
delitos de iniciación previsto en los artículos L. 465-1 à L. 465-3 del código monetario y financiero » 
74« Constituye asimismo un acto de terrorismo, cuando se relaciona intencionalmente con una empresa 
individual o colectiva que tenga por objeto perturbar gravemente el orden público mediante la 
intimidación o el terror, la introducción en la atmosfera, en el suelo, en el subsuelo, en los alimentos 
o en los componentes alimentarios o en el agua, incluida el del mar territorial, una substancia que 
pueda poner en peligro la salud del hombre o de los animales o del medio ambiente » 
75 Palabra en latín que significa: camino del delito  
76Ver igualmente, A. Ponseille, Les infractions de prévention, argonautes de la lutte contre le terrorisme, 
RDLF 2017. N° 26. 




terrorista, independientemente de que este acto sea determinado o haya permanecido 
impreciso78. No obstante, no es necesario que su conocimiento sea preciso y concreto, 
basta con que la persona tenga noción del objeto por hipótesis de las actividades 
terroristas de la agrupación79. 
 
La prevención en el derecho penal no sólo se refiere a la preparación de actos de 
terrorismo y el crimen organizado, sino también a la empresa individual terrorista. El 
artículo 421-6 del código penal, se refiere a la preparación de determinadas 
infracciones en relación con una empresa individual terrorista, cuyo objetivo es 
perturbar gravemente el orden público mediante la intimidación o el terror. Esta 
infracción se originó de la ley n° 2014-1353 del 13 de noviembre de 2014. 
 
La creación de este dispositivo evidencia del legislador la necesidad de reprimir cada 
vez más y de antemano al iter criminis, así como la existencia de personas 
denominadas “lobos solitarios”80 que cometen actos terroristas sin la necesidad de 
pertenecer a una agrupación terrorista. Además, se trata de una infracción particular, 
ya que tiene una doble complejidad. Tiene una complejidad en cuanto a su elemento 
material y a su elemento moral. En primer lugar, el elemento material está constituido 
por varios actos de naturaleza diferente que no pueden por sí solos caracterizar la 
infracción, pero que son complementarios en el momento de la represión81. En 
segundo lugar, en lo que respecta al elemento intencional, la incriminación prevé una 
doble condición. La primera es la preparación de ciertos actos definidos por el código 
 
78C.Cass., crim., 20 de febrero de 2019, N° 18-80.777 
79Para saber más ; Y. Mayaud., Le crime terroriste de participation à une association de malfaiteurs : 
une aggravation révélée dans sa juste portée, AJ pénal 2016, p. 526 
80N. Catelan., L'entreprise individuelle terroriste et les axiomes du Conseil constitutionnel, D. 2017, 
p.1180 




y la existencia de un vínculo de la empresa individual que tiene por objeto perturbar 
gravemente el orden público82.  
 
Ante el C.C fue presentada una QPC sobre la imprecisión de la definición de los 
elementos constitutivos de la empresa individual terrorista. Mediante sentencia 
proferida el 7 de abril de 2017 se da respuesta a la pregunta censurando parcialmente 
el artículo 421-2-6 del código penal. Observa que el artículo no es contrario a la 
constitución, sin embargo, una de las palabras del artículo fue declarada 
inconstitucional83.  Además, el artículo contiene una reserva relativa a la prueba de la 
intención del autor, el juez considera que la prueba “sin desconocer el principio de 
necesidad de los delitos y las penas, no pueda resultar de sólo hechos materiales 
considerados como actos preparatorios”. De esta manera, reiteró la importancia de la 
doble complejidad del artículo.  
 
La ley del 3 de junio de 2016 creo otras dos incriminaciones relacionadas con el 
terrorismo que aumentarán el poder de la policía judicial. No difieren totalmente de las 
incriminaciones autónomas, ni de las incriminaciones de la empresa individual 
terrorista, ya que también se consideran delitos preventivos. Sin embargo, van a 
transformar el derecho penal del antiterrorismo en un derecho penal del enemigo. 
Estos dos delitos son las incriminaciones de consultación.  
 
Las incriminaciones de apología  
La precitada ley del 2016, en su artículo 18 añade dos artículos en el código penal con 
el fin de reforzar la lucha contra el terrorismo. El primero es el artículo 421-2-5-1, 
relativo al bloqueo de sitios web. Este artículo guarda relación con otras dos 
 
82S. Destraz, Le délit de préparation d'infractions en lien avec une entreprise individuelle terroriste, Gaz. 
Pal. 2015, n° 55, p. 4 s. 
83En particular las palabras “de buscar” que aparecen en el 1 parágrafo del artículo 421-6 del código 




disposiciones que permiten bloquear administrativamente 84 o judicialmente85  los sitios 
que hacen apología al terrorismo. No obstante, el legislador ha querido obstaculizar la 
difusión de los contenidos que hacen apología al terrorismo86 para prevenir la 
proliferación de estos contenidos en otros sitios web diferentes de los ya bloqueados 
por las autoridades administrativas o judiciales87. Así, se prevé que la extracción, la 
reproducción y la transmisión intencional de datos que promuevan directamente los 
actos de terrorismo  o provoquen directamente  a la comisión de estos actos de 
terrorismo se castigarán con cinco años de prisión y 75.000 euros de multa88. 
 
Obsérvese que el objetivo de esta incriminación remarca su propósito preventivo, ya 
que existe para obstaculizar la apología del terrorismo. Sin embargo, desde su 
concepción esta incriminación es considerada como “inútil”89, debido a la existencia de 
dos mecanismos que permitían el bloqueo. Sin embargo, se previa una mejor opción, 
el refuerzo de las medidas existentes en lugar de crear una nueva represión90. 
 
No obstante, el legislador continua con el “todo legislar”91 y hace referencia a la 
punición de no importa que comportamientos. Teniendo en cuenta el solo objetivo de 
“prevención” de los actos contrarios al orden público, refuerza la concepción de un 
derecho penal del enemigo, así como la concepción de un derecho administrativo más 
preventivo que nunca.  
 
84Ver el artículo 6-1 de la ley N° 2004-575 del 21 junio de 2004 
85Ver el artículo 706-23 del Código de procedimiento penal 
86M. Mercier., Rapport n° 491 (2015-2016), fait au nom de la commission des lois, déposé le 23 mars 
2016 sur le projet de loi renforçant la lutte contre le crime organisé, le terrorisme et leur 
financement, et améliorant l'efficacité et les garanties de la procédure pénale 
87Y. Mayaud., Terrorisme – Infractions, Dalloz enero 2018 
88Código penal artículo 421-2-5-1 
89Modificación presentada por J. Bigot en la sesión del 30 de marzo de 2016 de la primera lectura del 
Senado del proyecto de ley del 3 de junio de 2016 sobre el articulo 4 sexies 






Además, el artículo 421-2-5-2 sanciona las consultaciones habituales de sitios web. 
Logro mostrar el fortalecimiento de las medidas preventivas, al mismo tiempo avanza 
más hacia el iter criminis. Así pues, la represión se establece por el mero hecho de 
consultar habitualmente sitios que hacen apología al terrorismo. El objetivo de esta 
incriminación es el de “detectar al individuo que se está en curso de radicalización”92. 
Lo cual permite a las autoridades judiciales controlar los posibles peligros que puedan 
surgir para las personas que en el momento de la consulta tenían un objetivo ilegal. 
 
Sin embargo, el artículo crea una presunción contraria a la presunción de inocencia. 
Dado que considera que todas las personas que consultan este tipo de sitios, lo hacen 
con el objetivo de cometer actos ilegales. Quedan excluidos de está presunción en el 
parágrafo 2 del artículo, las personas que en razón de su profesión tengan por objeto 
informar al público, de su intervención en el marco de investigaciones científicas o para 
servirse de pruebas en los tribunales y consulten estos sitios. En consecuencia, el 
artículo fue objeto de una QPC ante el C.C. El juez respondió a la pregunta declarando 
inconstitucional, porque desconocía la libertad de comunicación y de opinión93. 
 
Sin embargo, el legislador quería continuar su política de “todo legislar” y en la ley n° 
2017-258 del 8 de febrero de 2017 relativa a la seguridad pública, reanudo la creación 
del artículo 421-2-5-2 teniendo en cuenta las observaciones hechas por el C.C en la 
declaración de inconstitucionalidad. Por ejemplo, el nuevo artículo castiga la 
consultación habitual y sin motivo de un sitio de internet, lo que anteriormente no se 
exigía. El artículo mantiene las excepciones previstas en el antiguo artículo y añade la 
posibilidad de realizar la consultación cuando ella está acompañada de una 
 
92J-B. Perrier., l'adaptation des incriminations, RSC 2017, p. 373 




descripción de los contenidos que puedan servir de prueba a las autoridades 
competentes94. 
 
A pesar de la intención del legislador por mantener la existencia de la incriminación de 
consultación habitual de los sitios web, se volvió a someter ante el C.C una QPC que 
señalaba la inconstitucionalidad del artículo. El juez se pronunció el 13 de diciembre 
de 2017 mediante decisión de no-conformidad total. Según el juez, el artículo sigue 
atentando contra la libertad de comunicación y de opinión95. Aun con las 
modificaciones, el juez considera que la violación a esta libertad no es necesaria, 
adaptada o proporcionada. Razonamiento lógico, debido a las disposiciones existentes 
en las dos ramas del derecho que hacen parte del antiterrorismo y que permiten 
obtener los mismos resultados de prevención, lo que constituye una violación al 
principio de necesidad de las penas. Inclusive hasta una violación al principio de non 
bis ibídem, ya que puede suceder que una persona sea condenada por el juez 
administrativo por hechos puramente preventivos y al mismo tiempo que la persona 
sea condenada por el juez penal por esos mismos hechos.  
 
Además, es cierto que en nuestra sociedad el desarrollo tecnológico permite cada vez 
más el crecimiento de las agrupaciones terroristas, pero también es cierto que el solo 
hecho de consultar un sitio, no hará que la persona pase a la comisión de tales actos. 
La legislación ha llegado a un punto de reprimir hasta la más mínima acción, con el fin 
de evitar las violaciones al orden público, lo que deja poco espacio para los derechos 
y libertades. Por esta razón, el juez debe estar atento para protegerlos y encontrar un 
equilibrio entre los derechos y libertades y la protección del orden público, cosa que 
realizó al declarar inconstitucional un artículo demasiado preventivo a la luz de las 
circunstancias y medidas existentes.  
 
 
94Código penal artículo 421-2-5-2 paragrafo 2 en su redaccion de la ley 




El mantenimiento de los delitos preventivos que incumben a la policía judicial es 
notable, y no sólo permite la consagración de un derecho penal del enemigo en 
derecho francés, sino que también desvía las competencias entre la policía judicial y 
la policía administrativa. Desviación que continúa con las nuevas medidas adoptadas 
en virtud de la ley de 2017.  
 
2.1.1.2.2 El fortalecimiento de las medidas de policía judicial     
La existencia de nuevos actos terroristas plantea interrogantes sobre la eficacia de las 
medidas preexistentes y sobre el fortalecimiento de esas medidas para garantizar la 
represión de los autores de los delitos. La administrativización de las medidas 
antiterroristas no deja mucho margen de acción a las autoridades judiciales. No 
obstante, la ley del 30 de octubre de 2017 reforzó los poderes de la policía judicial en 
materia de represión al prever la existencia de nuevos delitos de terrorismo, además, 
el legislador amplió los poderes de la policía judicial en el control “schengen”.  
 
Las nuevas incriminaciones  
La ley del 30 de octubre de 2017 se creó para reforzar la seguridad interna y la lucha 
contra el terrorismo. Este texto está compuesto por 21 artículos, cada uno de los cuales 
persigue este objetivo. Esta ley fue aprobada después de que el ministro del interior 
persuadiera a los parlamentarios de que no era posible salir del estado de urgencia sin 
integrar al derecho común la mayoría de las medidas de excepción que este régimen 




96 J. Leblois-Happe Ley n° 2017-1510 del 30 de octubre de 2017 renforçant la sécurité intérieure et la 
lutte contrele terrorisme : perseverare diabolicum Olivier Cahn, MCF-HDR, Université de Cergy-




Al mismo tiempo, el legislador refuerza los poderes de la policía judicial en materia de 
represión previendo la existencia de nuevas incriminaciones terroristas, en particular 
el artículo 10 que introduce el artículo 421-2-4-1 en el código penal. Este artículo añade 
a la lista de infracciones del terrorismo un nuevo crimen sobre la participación de un 
menor a un grupo terrorista. A través de esta disposición se castiga de quince años de 
reclusión criminal y de 225.000 euros de multa el hecho “por una persona que tenga 
autoridad sobre un menor, de hacer participar a dicho menor en una agrupación 
formada o en un acuerdo establecido con vista a la preparación, caracterizada por uno 
o varios hechos materiales, de uno de los actos de terrorismo mencionados en los 
artículos 421-1 y 421-2” 
 
El segundo párrafo dispone que “cuando el hecho sea cometido por una persona titular 
de la patria potestad sobre el menor, la jurisdicción de juzgamiento se pronunciará 
sobre el retiro total o parcial de la patria potestad en aplicación de los artículos 378 y 
379-1 del código civil. Puede entonces decidir sobre la retirada de la patria potestad 
en lo que respecta a los demás hijos menores de esa persona. Si las actuaciones se 
sustancian ante el tribunal penal, éste decidirá sobre esta cuestión sin la asistencia de 
los jurados” 
 
Esta disposición es el resultado de un debate sobre los problemas existentes para 
enjuiciar a los padres que incitan a sus hijos a cometer actos de terrorismo97. Antes 
solo había una posibilidad para castigar la conducta, la infracción de financiación del 
terrorismo. Actualmente se trata de un crimen autónomo y especifico, y su ámbito es 
bastante amplio, no se refiere sólo a los padres sino a toda persona que tenga 
autoridad sobre un menor, no se exige la calidad de los padres. Como explicó el 
 
97 E. RASCHEL Sécurité intérieure - La sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme entre cadence 
et décadence : commentaire de la loi n° 2017-1510 du 30 octobre 2017., Droit pénal n° 12, 




profesor François Rousseau98 « esta autoridad puede, pues, concebirse de derecho 
como de hecho, permitiendo así la aplicación de la infracción a los educadores, a los 
miembros de la familia distintos a los padres y porque no a un “joven menor” con 
influencia sobre los jóvenes menores de su barrio”. Así pues, el acto incriminado 
consiste en “hacer participar” el menor en los actos terroristas, por lo que se trata de 
incriminar un acto de provocación99. Es necesario que el autor tenga la intención y sea 
plenamente consciente de que incita a un menor a cometer actos terroristas para que 
el crimen sea cometido.  
 
El texto tiene también críticas en cuanto a la violación, por ejemplo, del derecho a la 
libertad de expresión, el profesor François Rousseau subraya que  
 “Por detestables que puedan ser las palabras de los padres que glorifican los actos 
terroristas ante sus hijos, hay que tener en cuenta que el legislador ha introducido un 
cuasi-delito de opinión del que no cabe duda que su constitucionalidad o 
convencionalidad será impugnada tanto por la necesidad de la represión como por la 
libertad de expresión” 
 
La creación de dicha incriminación nos permite ver un fortalecimiento del derecho 
penal en lo que respecta a la lucha contra el terrorismo. Aunque hay críticas sobre la 
originalidad del artículo y sobre la violación o no de ciertos derechos, demuestra la 
voluntad del legislador. Gracias a la ley del 30 de octubre de 2017, el aumento de los 
poderes de la policía administrativa ha experimentado un gran desarrollo. Esto puede 
confirmarse ampliando los controles en el espacio Schengen.  
 
Extensión de los controles Schengen  
 
98 F. Rousseau., L'incitation de mineurs à participer à un groupement terroriste (Loi n° 2017-1510 du 30 
oct. 2017 renforçant la sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme, art. 10)., Dalloz 2018  




El espacio Schengen, concebido con la idea de un espacio de libre circulación de 
personas para la supresión gradual de las fronteras comunes o la pregunta primordial 
ha sido la de garantizar la seguridad de las personas que habitan en el espacio 
Schengen. Por consiguiente, al pregunta fundamental que se planteaba a los 
negociadores de Schengen era cómo responder, en un espacio sin fronteras, a las 
exigencias legítimas de seguridad100. Para ello, los países han acordado ciertos tipos 
de controles que podrían garantizar la seguridad.  
 
En lo que respecta a Francia, estos controles sólo fueron inicialmente “en una zona 
comprendida entre la frontera terrestre de la Francia con los Estados partes en el 
convenio firmado en Schengen el 19 de junio de 1990 y una línea trazada 20 kilómetros 
por debajo, así como en las zonas accesibles al público de los puertos, aeropuertos y 
estaciones ferroviarias o de carretera abiertos al tráfico internacional y designados por 
orden judicial y en los alrededores de estas estaciones”101. Sin embargo, con el 
aumento de los atentados terroristas y la continuidad de la lucha del Estado contra 
estos actos, se produce la ley del 30 de octubre de 2017, que, como se ha descrito 
anteriormente, refuerza la seguridad interna y la lucha contra el terrorismo.  
 
Este texto adoptó por su artículo 19 el párrafo 5 del artículo 78-2 del Código de 
procedimiento penal (CPP), en virtud del cual se amplían los controles destinados a 
prevenir la criminalidad transfronteriza. Actualmente los controles están en “un radio 
máximo de diez kilómetros alrededor de puertos y aeropuertos que constituyan  puntos 
de paso fronterizo [...], designados por decreto en razón de la importancia de su 
frecuentación y de su vulnerabilidad”; así como a los primeros peajes (designados por 
 
100 Revista du Marché commun et de l'Union européenne 2007 p.652 
Diciembre de 2007 - un élargissement de l'espace Schengen sans précédent 
Roland Genson, Directeur 
Wouter Van De Rijt, Administrateur principal, direction générale H du secrétariat général du Conseil de 
l'Union européenne. Les auteurs s'expriment en leur nom personnel. https://www-dalloz-
fr.ressources.univ-poitiers.fr/documentation/Document?id=RMC/CHRON/2007/0080 




decreto) y a las zonas de estacionamiento anteriores, cuando se sitúen más allá de los 
diez kilómetros y cuando comience una sección de autopistas en dicha zona”102 
 
Es decir, con la adopción de este apartado, los controles a lo largo de la frontera han 
aumentado razonablemente. El precedente tuvo como consecuencia una ampliación 
del poder de la policía judicial, con el fin de garantizar una mejor protección del orden 
público mediante la vigilancia de puertos y aeropuertos, que constituyen uno de los 
puntos de paso transfronterizos que hay que prestar atención debido a la importancia 
de su frecuentación y vulnerabilidad103 Parece que se expresa un vínculo entre 
terrorismo e inmigración ilegal104. 
 
La ley confirma entonces la voluntad de luchar contra el terrorismo adoptando medidas 
que son criticadas por algunos y aceptadas por otros, pero que no es el debate en este 
texto. Al mismo tiempo, amplía la zona de acción de los policías judiciales para prevenir 
futuros atentados terroristas. Esta ley demuestra entonces una voluntad más bien 
preventiva para garantizar la seguridad de las personas. 
 
 
2.1.2 Una administración de las medidas basadas en su carácter preventivo  
 
El marco jurídico del antiterrorismo ha sido durante mucho tiempo un marco más 
represivo que preventivo. Sin embargo, ha evolucionado hacia la prevención. En 
efecto, no solo puede ser represivo, sino que debe anticiparse a la incriminación para 
impedir la comisión de nuevos ataques. Al examinar las consecuencias de los ataques 
terroristas sobre los derechos y libertades de las personas, la única represión parece 
 
102 Artículo 78-2 del código de procedimiento penal  
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inútil. Por lo tanto, el legislador concibió como necesaria la existencia de medidas 
preventivas para reforzar el derecho del antiterrorismo. Sin embargo, la puesta en 
práctica de estas medidas de prevención no es fácil debido a la coexistencia de dos 
policías en las medidas antiterroristas.  
 
 
2.1.2.1 La elección del legislador para reforzar el derecho del antiterrorismo 
 
El derecho del antiterrorismo es un derecho que se refuerza constantemente con los 
peligros del quebrantamiento del orden público. El último fortalecimiento en materia de 
lucha contra el terrorismo ha suscitado varias cuestiones, ya que el legislador optó por 
consolidar los poderes de la policía administrativa y no de la policía judicial. La 
consolidación de estos poderes ha respondido a la necesaria aplicación de las nuevas 
medidas para luchar contra el terrorismo. Que no son represivos, sino preventivos.  
 
2.1.2.1.1 Un necesario refuerzo de la aplicación de las medidas antiterroristas  
Los sucesos terroristas de 2015 pusieron a Francia en estado de guerra105. El gobierno 
quería proteger a Francia de estos actos. En consecuencia, la salida del estado de 
emergencia proclamado tras los atentados del 13 de noviembre de 2015 ha aumentado 
los poderes de la policía administrativa. La policía administrativa desempeña un papel 
importante en la protección del orden público en relación con los actos terroristas, lo 
que se denomina administrativización del derecho del antiterrorismo. Esta ampliación 
de los poderes administrativos y no penales es consecuencia de la necesidad del 
legislador de conferir a las autoridades la facultad de adoptar medidas que sean más 
rápidas y más eficaces que las ya previstas. Además, estas medidas han permitido a 
 
105 Declaración de M. François Hollande, Presidente de la Republica, delante del Parlamento reunido 
en Congreso después de los ataques terroristas perpetrados en Paris y en Seine-Saint-Denis, 




las autoridades administrativas ir más lejos en materia de protección que las facultades 
que en la materia tiene la policía judicial.  
 
Una velocidad indispensable ante las medidas antiterroristas  
Para proteger el orden público en el ámbito del terrorismo, es indispensable que las 
medidas antiterroristas sean eficaces en relación con los atentados. El legislador con 
el fin de garantizar la protección del orden público ha optado por completar los poderes 
de policía de “medios destinados a prevenir determinadas infracciones en un marco 
de policía administrativa”106  Esto plantea interrogantes sobre la eficacia de las 
medidas judiciales previstas para luchar coqntra el terrorismo.  
 
Veamos por ejemplo el caso de los allanamientos judiciales107, es posible para el juez 
de libertad y detención ordenar el  allanamiento y la incautación de pruebas de 
convicción, solo durante el día. Los registros nocturnos están prohibidos en materia 
judicial. Este no es el caso de las autoridades administrativas, las cuales pueden 
efectuar allanamientos nocturnos sólo en caso de urgencia o de necesidad y mediante 
autorización expresa, escrita y motivada del juez de libertades y detención108. Esta 
medida garantiza la rapidez en la realización del allanamiento, ya que no será 
indispensable que la autoridad espere hasta el día siguiente para realizarlo.  
 
Además, la administrativización de las medidas permite a la policía administrativa 
cumplir más rápidamente su objetivo de protección del orden público, debido a su 
posibilidad de “especular”109 sobre el comportamiento sospechoso o no de la persona. 
Así pues, no se exige a la autoridad administrativa que demuestre la culpabilidad de la 
 
106 M.Granger., Constitution et sécurité intérieure essai de modélisation juridique, L.G.D.J 2011, p. 193  
107 Artículo 706-89 del Código de Procedimiento Penal  
108 Artículo L229-2 del Código de la seguridad interior  
109 M. Chambon., Une redéfinition de la police administrative in L’hypothèse de la guerre contre le 




persona. Basta con que el comportamiento de la persona suscite en el prefecto o el 
ministro “razones serias para pensar” que constituye una amenaza para el orden 
público, para que la persona se le imponga una de las medidas previstas en el CSI.  
 
En el marco de las medidas de policía judicial se exige la culpabilidad de la persona, 
lo que puede dificultar a la autoridad judicial el enjuiciamiento de una persona sobre la 
que no dispone de los medios suficientes para demostrar su culpabilidad. Por lo tanto, 
la policía judicial podrá apoyarse en la policía administrativa para enjuiciar una persona 
sobre la que se sospecha de su comportamiento, pero que no tiene los medios 
suficientes para demostrarlo.  
 
Es posible mencionar a Camus para preguntarse si la protección del orden público 
como fin último de la lucha contra el terrorismo está justificada en relación con los 
medios utilizados para protegerla. Dado que la indispensable rapidez en este tipo de 
medidas transforma la prevención en una idea más punitiva que preventiva. Y más allá 
de la prevención, se puede contemplar la existencia de un derecho administrativo del 
enemigo, gracias al amplio margen de apreciación de la policía administrativa.  
 
Este margen de apreciación va acompañado de una ausencia de control a priori del 
juez que permite a las autoridades administrativas ser más flexibles frente a las 
amenazas de seguridad pública. Contrario a las medidas administrativas, las medidas 
de policía judicial tienen un control a priori del juez. Este control asegura la protección 
de las personas frente a las violaciones de los derechos y libertades. Pero, no permite 
que la autoridad actúe por si sola y reaccione lo antes posible ante las amenazas de 
seguridad. 
 
Repasemos el ejemplo de los allanamientos administrativos. Estos están sometidos al 




acuerdo del juez de libertad y de detención para que se pronuncie por escrito motivado 
y previo dictamen del procurador de la república110. Este procedimiento implica que la 
autoridad debe esperar la decisión de una autoridad antes de la ejecución de la 
medida.  
 
No ocurre lo mismo con otras medidas administrativas. El control a posteriori del juez 
administrativo en las demás medidas garantiza una respuesta más rápida ante las 
amenazas terroristas.  Veamos, por ejemplo, el caso de clausura de los lugares de 
culto, donde el prefecto puede ordenar el cierre de los lugares sin el control a priori del 
juez. Esta posibilidad del prefecto le permite prevenir la apología del terrorismo, el odio, 
la violencia o la discriminación desde el momento en que se descubre que en esos 
lugares se realizan tales declaraciones111. 
 
Esta rapidez ante las medidas antiterroristas permite una mejor protección del orden 
público por las autoridades administrativas.  Ello demuestra una clara preferencia del 
legislador por garantizar la seguridad pública por medio de todos los medios posibles. 
Es posible entonces que permita la concretización de un derecho administrativo más 
preocupado por la “prevención” de la emergencia de nuevos enemigos que por una 
prevención enmarcada no por el enemigo sino por el orden público.  
 
El legislador y la protección de la seguridad interior  
La declaración del estado de urgencia de 2015 demostró que en materia de protección 
de la seguridad interior el legislador vas más allá de lo que está previsto en el derecho 
común. Es decir, el legislador vino por primera vez a prorrogar el estado de urgencia 
durante tres años. La ley de 1955 declaró por primera vez el estado de urgencia, en 
su artículo 3 establece que la ley autoriza la prorrogación del estado de excepción fija 
 
110 Artículo L229-1 del Código de seguridad publica  




su duración definitiva. Por lo tanto, la duración de prorrogación no se fijaba en un plazo 
específico. El legislador en la ley del 8 de noviembre de 2005 preveía la posibilidad de 
fijar la prorrogación del estado de urgencia por un plazo de 3 meses. Así, el C.C en su 
dictamen del 2 de febrero de 2016 relativo a la prorrogación del estado de urgencia, 
establece que, “por lo que respecta a sus efectos en el tiempo, el estado de urgencia 
sigue siendo un “estado de crisis” que es por naturaleza temporal. Por consiguiente, 
sus renovaciones no pueden suceder indefinidamente. Esta duración de tres meses, 
tal como propone el Gobierno, no aparece inadecuada en relación con los motivos que 
justifican la prórroga”.  
 
Sin embargo, en 2015 y hasta la finalización del estado de urgencia del 30 de octubre 
de 2017, el legislador declaró seis renovaciones del estado de urgencia, lo que parece 
perpetuar el estado de emergencia. Tanto para la doctrina como para el C.C, la 
prorrogación del estado de urgencia no debe ser eterna, debe tener como objetivo0 la 
cesación del peligro. Aunque es cierto que el peligro no ha cesado con la existencia 
de nuevos actos terroristas.112 Estos no duran tanto como el tiempo de prórroga de la 
ley.  
 
Con la finalización del estado de urgencia será posible afirmar que la perpetuación del 
estado de urgencia no encuentra su lugar en el derecho común. Este no el caso, 
porque el legislador ha “generalizado y perpetuado la técnicas preventivas que, en 
rigor, sólo eran admisibles por un tiempo muy corto y en estricta relación con una 
situación de emergencia”113 .  Así pues, el juez ha puesto en peligro el marco jurídico 
del estado de urgencia anulando su objeto principal. Aumentar los poderes de la 
administración por un período de tiempo determinado por la urgencia y el peligro de 
los actos contrarios al orden público. Habrá que evaluar sus consecuencias. En primer 
lugar, la ampliación de los poderes de la policía administrativa incluso fuera del estado 
 
112 Especialmente, los actos de 2016 en Nice 




de urgencia. Y la segunda, la violación al estado de derecho debido a la permanencia 
de un estado desprovisto de su objetivo final. 
 
Estas dos consecuencias responden a los deseos del gobierno y del C.C por tener en 
el marco común medidas antiterroristas que sean permanentes para asegurar una 
constante protección de la seguridad interior. Esta perpetuación puede poner en 
peligro los derechos y libertades de las personas, ya que las autoridades 
administrativas tendrán en el marco común los mismos poderes exorbitantes que 
tienen en el estado de urgencia.  
 
Además, el hecho que estas medidas sean administrativas y no judiciales permite que 
se aparten de los principios aplicables en materia de derecho penal. Sin embargo, 
estos principios no se descartan, sino que se han transformado en derecho 
administrativo. Como por ejemplo, “el principio de necesidad y de proporcionalidad de 
las penas se transforma en una no necesidad de medidas administrativas”114. Es decir, 
si los hechos no son constitutivos de una infracción como por ejemplo el crimen 
organizado con fines terroristas, la persona podría ser acompañada de las medidas 
fundadas solamente en la peligrosidad del individuo de adherirse a los propósitos 
terroristas y sin embargo irá acompañado de una medida de prevención administrativa.  
 
Además, el principio de precisión de la ley penal no es aplicable en materia 
administrativa, “puesto que los hechos y situaciones a los que se aplican estas 
medidas no están definidos”115. Cabe señalar, por ejemplo, que la clausura de los 
lugares de culto, permite a la autoridad administrativa cerrar esos lugares cuando las 
palabras pronunciadas, las ideas o las teorías difundidas o las actividades que se 
desarrollan provocan el odio, la violencia, la discriminación o la comisión de actos de 
 
114 J.B. Perrier., La loi renforçant la lutte contre le terrorisme et l'atteinte à l'État de droit, D. 2018, p. 24 




terrorismo116. En este artículo, la definición de provocación no está clara y queda al 
arbitrio de la autoridad administrativa.  
 
En consecuencia, el legislador ha seguido con su propósito de proteger la seguridad 
interior más allá de los principios establecidos por cada autoridad. Incluso más allá de 
la división de poderes de cada jurisdicción en el ámbito de la protección de libertades, 
permitiendo la confirmación de una administrativización del derecho del antiterrorismo. 
La lucha contra el terrorismo permite un desbordamiento de cualquier fuente de poder 
y, en particular, la elección del legislador para establecer qué jurisdicción y qué 
autoridad se encarga del derecho del antiterrorismo. 
 
2.1.2.1.2 La elección del legislador: medidas de prevención administrativa  
El derecho del antiterrorismo ha evolucionado de manera sorprendente debido a las 
medidas y a las autoridades encargadas de su control. Se consagró una evolución 
dirigida hacia la administrativización de las medidas. Anteriormente, las medidas 
antiterroristas eran más penales que administrativas. A lo largo de los últimos años la 
concepción ha cambiado. La autoridad administrativa se dotó de medidas más fuertes 
y más flexibles que las previstas en materia penal. El legislador optó por prevenir la 
comisión del acto antes que reprimir una cantidad inmensurable de comportamientos. 
Este razonamiento es lógico dadas las consecuencias de los actos terroristas para la 
seguridad pública de las personas y los bienes. Pero lo que puede ser interesante es 
el hecho de la reducción de los poderes de las autoridades judiciales frente a la 
prevención de los actos que pueden ser constitutivos de infracciones.  
 
Prevenir antes que reprimir  
 




Los comportamientos que no constituyan el inicio de las infracciones se escapan al 
control de la autoridad judicial y por lo tanto no son reprimidos. Sin embargo, la 
represión de estos comportamientos puede permitir a las autoridades evitar posibles 
perturbaciones del orden público. Así, la lucha contra el terrorismo se encuentra en un 
desfase con respecto a la represión de este tipo de personas.  
 
Sin embargo, es necesario encontrar una solución. En efecto, el legislador optó por 
establecer medidas preventivas en materia de derecho antiterrorista en la ley del 23 
de enero de 2006. Para el gobierno el derecho del antiterrorismo no sólo debe ser 
represivo, sino también preventivo para que sea eficaz. Puesto que, para actuar en 
materia judicial son necesarios “los elementos recogidos antes de cualquier 
procedimiento judicial”117. Esto dificulta que los agentes de policía judicial actúen lo 
más rápidamente posible en el campo del iter criminis. 
 
La forma más fácil de reunir los elementos previos a cualquier procedimiento judicial 
habría sido dotar a la policía judicial de facultades de prevención. De este modo la 
protección de las garantías y libertades previstas en caso de cualquier delito podría 
aplicarse incluso en materia de prevención. Sin embargo, esa solución habría 
permitido un verdadero desvío de los poderes en materia de policía administrativa y 
judicial. Las cuales se distinguen por su objetivo de valor constitucional. La primera 
tiene por objetivo salvaguardar el orden público mientras que la segunda está 
encargada de buscar los autores de las infracciones.  
 
No obstante, el legislador ha preferido dotar a la policía administrativa de nuevos 
instrumentos que le permitan actuar lo antes posible en la protección del orden público. 
Así pues, la ley de 2006 establece nuevas medidas “puramente” preventivas que 
 
117 Proyecto de ley n° 2615 relatif à la lutte contre le terrorisme et portant dispositions diverses relatives 




permitirán a las autoridades administrativas tener más capacidad y más flexibilidad de 
acción de la policía judicial118.   
 
Es decir, las medidas de requisición administrativas de datos de conexión que podrán 
autorizarse sin consultar a la prefectura. Además, el legislador ha autorizado al Ministro 
del Interior a procesar los datos personales recogidos durante los desplazamientos 
fuera del país. Por último, dotó a las autoridades administrativas de un control 
automatizado de los datos descriptivos de los vehículos. Estas tres medidas no tienen 
los mismos controles que las medidas judiciales.  
 
La represión de los actos preparatorios es necesaria para salvaguardar la seguridad 
pública. La elección del legislador en materia de prevención administrativa es más 
determinante en las actuaciones del 2015. El gobierno ha querido que las medidas 
adoptadas en el marco del estado de urgencia sean conformes a las tecnologías y a 
las amenazas actuales119.  Además, deben formar parte del derecho común, a fin de 
proporcionar los medios necesarios para luchar contra el terrorismo. Para ello, el 
presidente, al momento de declarar el estado de urgencia, pidió al parlamento la 
consolidación de las medidas administrativas existentes en la ley de 1955, dotándolas 
de un régimen jurídico propio.   
 
Por ello, la ley de 2017 ha permitido la integración en el derecho común de medidas 
puramente “preventivas” para luchar contra el terrorismo. Estas y otras medidas 
previstas anteriormente, dotaron a las autoridades administrativas de una capacidad 
que normalmente no le pertenece. Esta capacidad es la de conocer más a fondo el 
l’iter criminis permitiendo que no se conciba la incriminación. Por ejemplo, el artículo L 
228-1 del CSI exige a la persona “un comportamiento que constituya una amenaza de 
 
118 M. Granger., Consitution et sécurité intérieure essai de modélisation juridique, L.G.D.J. 2011 précité 
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particular gravedad para la seguridad y el orden público”. En este caso el 
comportamiento de la persona no implica el deseo de actuar en contra de los intereses 
de la sociedad. Hay solamente un comportamiento que las autoridades consideran 
como una amenaza para la sociedad. Hay que recordar que esta característica de la 
policía administrativa está enmarcada por su objetivo “especulativo”. Característica 
que pone en peligro el objeto de prevención y puede transformarse en punitiva, ya que 
el único límite de la prevención es la amenaza al orden público.  Y frente a la falta de 
pruebas de que un comportamiento es efectivamente una amenaza al orden público 
cualquier comportamiento que se justifique solamente por la posible existencia de una 
amenaza al orden público, podrá ser constitutiva de una medida administrativa. En 
consecuencia, dotó a la autoridad administrativa un amplio margen de apreciación que 
reduce las facultades existentes en materia de prevención de las autoridades 
judiciales.  
 
La reducción de la prevención penal 
El carácter preventivo de la policía judicial va más allá del criterio finalista previsto por 
el C.C para distinguir entre las dos policías. No obstante, no es raro que se exceda el 
criterio finalista. La policía administrativa también ha excedido el criterio finalista al 
prever la represión de determinados comportamientos. Además, el C.C ha seguido 
utilizando el criterio finalista sin contar con un fundamento lógico para esta distinción. 
Por lo tanto, es posible para la policía judicial encontrar un lugar en la prevención del 
comportamiento de la persona.  
 
El carácter preventivo del derecho penal retoma el concepto de derecho penal del 
enemigo120, mencionado anteriormente. Permite a las autoridades judiciales de actuar 
más allá del iter criminis y de tener todos los elementos necesarios para perseguir a la 
persona penalmente. Este poder de prevención de los delitos y de búsqueda de los 
 




autores de las infracciones está prevista en el artículo 35 del CPP. Dicho artículo prevé 
que el fiscal general “anime y coordine la acción de los fiscales de la república, tanto 
en materia de prevención como de represión”  
 
La policía judicial puede en ausencia de la comisión de una infracción terrorista y en la 
ausencia de tentativa de infracción, movilizar los dispositivos de la policía judicial por 
el mero hecho de proyectar una infracción. Por ejemplo, el allanamiento, las visitas 
domiciliarias y la incautación de pruebas de convicción121 así como las sonorizaciones 
de lugares y vehículos122. Estas dos medidas encuentran sus anónimos entre las 
medidas preventivas administrativas introducidas en el derecho común por la ley de 
2017123. El legislador ha elegido a la autoridad administrativa para encargarse de estas 
medidas a pesar de la existencia clara de las mismas medidas en el CPP.  
 
Asimismo, el estado de urgencia “aumenta el número de medidas de policía 
administrativa que pueden ser tomadas”124 durante la duración de este estado. Este 
incremento de poderes de la policía administrativa se explica por el hecho de que 
constituye “un instrumento a disposición del gobierno que permite en última instancia 
al estado responder a sus ataques”125.  Y por consiguiente fue previsto a la salida del 
estado de urgencia en 2017, la reincorporación al derecho común de todas las medidas 
“puramente” preventivas que son en su mayoría administrativas.  
 
 
121 Artículo 706-89 del Código de Procedimiento Penal  
122 Artículo 706-96 du Código de Procedimiento Penal 
123 Ver los artículos L229-1 à L229-6 del código de seguridad interior por lo relacionado con el 
allanamiento, visitas domiciliarias e incautaciones de pruebas documentales y los artículos L853-
1 à L853-3 del código de seguridad interior por la sonorización de visitas y de lugares  
124 X. Bioy., Le juge administratif et les libertés face à l’état d’urgence in Mélanges en l’honneur de 
Bernard Pacteau, Mare & Martin 2018, p. 124  




La administrativización de estas medidas resultantes del estado de urgencia tiene un 
impacto más fuerte en la prevención judicial que la creación de un nuevo grupo de 
medidas antiterroristas. En efecto, algunas de las medidas introducidas en el marco 
del derecho común ya estaban previstas por el CPP. Ha saber las visitas judiciales126 
y las visitas administrativas127. Ambas medidas abren la posibilidad de que las 
autoridades judiciales, para las primeras y administrativas para las segundas, realicen 
visitas domiciliarias y confisquen documentos. El examen de estas dos medidas 
permite establecer que las visitas administrativas dejan un amplio margen de 
apreciación a la autoridad administrativa. Veamos, por ejemplo, la motivación de la 
medida, el artículo L 229-1 exige que sea “simplemente “motivada”, ya que ya no se 
exige una motivación más fina, por referencia a la urgencia o a la necesidad de la 
operación, sólo si la visita se realiza fuera de hora legales”128.  
 
Empero, el espacio que se deja a la policía judicial es limitado. Lo que queda bajo su 
poder, sin que se reduzca su margen de apreciación, son las medidas puramente 
judiciales que se califican de preventivas, tal como la detención policial o la infiltración. 
El uso indebido de los poderes entre los dos órdenes administrativo y judicial dificulta 
la puesta en práctica de las medidas antiterroristas.  
 
 
2.1.2.2. Una visión que elude la aplicación de las medidas antiterroristas  
 
La administrativización de medidas antiterroristas no descarta la existencia de una 
dualidad de prevención y más precisamente una dualidad de policía. La necesidad del 
gobierno de anticiparse a la comisión de actos terroristas permitió la existencia de una 
 
126 Artículo 706-89 del Código de Procedimiento penal  
127 Artículo L229-1 del Código de seguridad interior  




mezcla de medidas preventivas que permite abrir el debate sobre la similitud de estas 
medidas y sus implicaciones para los derechos y libertades de las personas. La 
similitud de las medidas pone de manifiesto otro problema en el momento de su 
aplicación. El problema de la distinción entre policía administrativa y policía judicial.  
Según el juez constitucional, depende del criterio finalista de cada una de ellas. Toda 
vez, esta distinción en la práctica no es del todo fácil.  
 
2.1.2.2.1 La existencia de una similitud de medidas  
El carácter preventivo no es exclusivo de la policía administrativa, ya que la policía 
judicial también tiene un poder preventivo en materia de infracciones. En 
consecuencia, las medidas antiterroristas hacen parte tanto de la policía administrativa 
como de la policía judicial. Así, es posible que ciertas medidas sean doblemente 
pronunciadas. En efecto, el criterio finalista de estas medidas está claramente 
desviado. En primer lugar, la existencia de esta doble prevención se encuentra en 
algunos instrumentos que pueden considerarse como generales. En segundo lugar, 
entre otras medidas antiterroristas, las medidas individuales hacen parte de esta 
dualidad de prevención.  
 
Los instrumentos generales  
La administrativización de ciertos instrumentos no es absoluta, sino relativa a la 
conservación por las autoridades administrativas y judiciales de sus competencias en 
materia de medidas antiterroristas. Entre los instrumentos de búsqueda de información 
cabe recordar que las autoridades administrativas en el marco común pueden tener 
acceso a los datos de conexión de una persona129 o conocer su localización en tiempo 
real de las personas, vehículos u objetos130. Así como la geolocalización en tiempo 
real de un teléfono móvil131. 
 
129 Artículo L 851-1 del Código de seguridad interior, precitado  
130 Artículo L 851-5 del Código de seguridad interior, precitado  





Estas medidas encuentran sus análogos en la esfera de la policía judicial. En el artículo 
706-95 del CPP autoriza al juez de libertad y de la detención a recoger 
correspondencia emitida por vía electrónica. De este hecho, las dos policías conocerán 
los datos transmitidos entre dos personas durante las comunicaciones electrónicas. 
Este conocimiento por dos policías diferentes puede atentar contra su derecho a la 
vida privada. Es cierto que, para una de las dos policías, la violación no puede atentar 
contra el orden público. Pero, si las dos policías están poniendo en práctica la medida 
de escucha. ¿Es posible prever una violación de los derechos y libertades? Este 
cuestionamiento no ha sido planteado ante los tribunales.  
 
Otra de las posibles medidas que está cubierta por las dos esferas policiales es la 
sonorización y la fijación de imágenes de determinados lugares o vehículos. El artículo 
706-96 instaura la posibilidad de establecer un dispositivo de captación de palabras o 
de imágenes. En el CSI se establece la existencia de dispositivos de video 
protección132 que captarán imágenes en la vía pública. Los dos dispositivos no son 
idénticos, pero se encargan de captar las imágenes de un lugar determinado.  
 
Por lo tanto, es posible afirmar que las medidas antiterroristas son doblemente 
protegidas y que de esta protección se ponen doblemente en peligro los derechos y 
libertades de las personas. Por ende, en lugar de tener varias medidas similares, 
podría ser posible crear una sola medida que sea específica y que sea jurisdicción de 
ambas policías. Al margen de estas medidas generales es posible encontrar las 
medidas denominadas individuales.  
 
Los instrumentos individuales  
 




Tanto el CPP como el CSI tienen entre sus medidas, una categoría de medidas que 
afectan el individuo. En el CSI el articulo L 228-1 y siguientes serán responsables de 
establecer, con el único fin de prevenir, imponer a la persona tres tipos de obligaciones 
cuando dicha persona es sospechosa de cometer o estar en relación con personas 
que puedan constituir una amenaza al orden público.  
 
En el CPP, el articulo 138 prevé que podrá ordenarse respecto de una persona 
acusada y que haya sido condenada a una pena de prisión correccional o más grave, 
que esté sujeta a un control en el que la persona deba cumplir una serie de 
obligaciones.  
 
Entre los dos artículos, las tres obligaciones previstas por la autoridad administrativa, 
pueden encontrar una doble protección. La primera obligación en el marco individual 
es la prohibición de la interdicción de desplazamiento que no puede ser inferior a la 
comuna. En la autoridad judicial, el juez determina la prohibición de salir. De modo 
que, esta medida puede ser más extensiva en materia de derecho penal.  
 
La segunda obligación habla sobre la presentación periódica de la persona a los 
servicios de policía. Esta misma obligación se encuentra en el párrafo 5 del artículo 
138. En el primer caso, el tiempo es de una vez por semana. Mientras que, para las 
segundas, el artículo no define cuál es el periodo de estas medidas. 
 
La tercera obligación, es la declaración de todo tipo de cambio de lugar de habitación. 
Esta obligación está prevista únicamente en el caso de medidas administrativas, pero 
para el resto la persona puede ser sometida a un control individual doble. Por 
consiguiente, habría que tener en cuenta una clara delimitación entre estas medidas 






2.2 LA ADMINISTRATIVIZACION DEL CONTROL DE MEDIDAS 
ANTITERRORISTAS  
 
La desviación de poderes entre la policía administrativa y la policía judicial afecta el 
control del juez sobre las medidas antiterroristas. Este control es remarcable en cuanto 
a la repartición de poderes del juez administrativo y del juez judicial. En efecto estos 
dos jueces encuentran un lugar particular en la protección de las garantías y libertades 
de las personas sometidas a las medidas antiterroristas. No obstante, los poderes del 
juez administrativo gracias a la administrativización del control de medidas 
antiterroristas se extendieron para consagrar todo un campo particular de protección.  
 
 
2.2.1 La protección de garantías y libertades en el campo del derecho del 
antiterrorismo  
 
La protección de los derechos y libertades en tiempos de guerra se está 
reconsiderando, ya que la necesidad de proteger al orden público puede conducir a 
las autoridades a imponer ciertas restricciones a las libertades individuales. Por lo 
tanto, es responsabilidad del juez encontrar un punto de equilibrio entre el orden 
público y las libertades de las personas. Sin embargo, esta responsabilidad no es 
objeto de protección de un solo juez. La administrativización del control de medidas 
antiterroristas ha permitido en materia de garantías y libertades el reconocimiento del 
juez administrativo como guardián de libertades excluyen los poderes del juez judicial 






2.2.1.1 El reconocimiento del rol del juez administrativo como guardián de 
garantías y libertades  
 
La protección de las garantías y libertades de estas medidas es necesaria en vista de 
su carácter terrorista. Pero, la cuestión que se plantea aquí es cuál es el juez 
encargado de esa protección o si en el marco del derecho antiterrorista hay una mezcla 
de protección entre los jueces. En efecto, en el marco de la protección de las libertades, 
el juez judicial perdió su lugar para dejar un lugar más importante al juez administrativo 
como juez protector de garantías y libertades. El aumento del control del juez 
administrativo ha limitado cada vez más el rol del juez judicial en el campo de las 
medidas antiterroristas 
 
2.2.1.1.1 El reconocimiento del legislador del juez administrativo como guardián 
de las libertades  
El reconocimiento del juez administrativo como juez protector de libertades fue 
principalmente un trabajo del legislador. Este desarrollo es contestable ante la 
separación de las jurisdicciones y la existencia de una posible dualidad de estas 
jurisdicciones en varias materias del derecho. En primer lugar, la protección de las 
garantías y libertades era el papel principal del juez, pero esta concepción cambió 
gracias a la evolución del concepto de libertad.  
 
Una designación en evolución  
La designación del juez administrativo como juez protector de libertados ha 
experimentado una evolución marcada por el principio de separación de jurisdicciones. 
Este se consagró en la ley de 16-24 de agosto de 1970. Al establecer la prohibición de 
injerencia de la administración activa del juez judicial. De este hecho la ley otorga una 
total independencia a la administración. No obstante, el contexto de la jurisdicción 




que consagra el paso del sistema judicial retenido al sistema judicial delegado 
permitiendo al Consejo de Estado el estatuto de verdadero juez. Este reconocimiento 
tardío se debe a la desconfianza del legislador ante la jurisdicción administrativa y su 
vinculación con el poder ejecutivo.   
 
La concepción tardía del juez administrativo como “juez” permitió que en materia de 
protección de las libertades su lugar estuviera limitado por los poderes del juez judicial 
como juez protector. En las primeras concepciones la protección de la libertad era 
posible identificar dos tipos de amenazas. Las primeras se refieren a la violación de 
las libertades en las relaciones entre los particulares. Estas son objeto de control por 
el juez judicial encargado de resolver los problemas entre particulares. Las segundas 
se refieren a la protección de las libertades contra las autoridades administrativas, en 
el caso del control corresponde al juez administrativo. Esta dualidad de amenazas 
permitió la existencia de una dualidad de jurisdicciones, justificada por el pragmatismo 
de la separación de competencias133 
 
Empero, las desconfianzas iniciales han dejado huellas en el derecho positivo, en 
beneficio del juez judicial. La sentencia del Tribunal de conflictos «Dame de la 
Murette » reafirma el principio del artículo 112 del código de instrucción según el cual 
pertenece a “la autoridad judicial, guardiana de la libertad individual, de pronunciarse 
sobre las consecuencias de todo tipo de atentados arbitrarios a esta libertad, que 
tienen por sí mismas el carácter de una vía de hecho”134. Este reparto de poderes está 
confirmado por el artículo 66 de la constitución de 1958, estableció como protector de 
derechos y libertades a la autoridad judicial. En el que el legislador ha preferido 
mantener su desconfianza ante la autoridad administrativa. Además, el lugar que 
ocupa el juez judicial en la constitución puede considerarse como un lugar “por 
 
133 J. Rivero., Dualité de juridictions et protection des libertés, RFDA 1990, p.  734 




defecto”135 porque la tardía separación de las jurisdicciones hacía del juez judicial el 
juez con más poderes en la historia jurídica de la época.  
 
Las cosas han evolucionado y la jurisdicción administrativa se ha consagrado como 
una verdadera jurisdicción, no vinculada a la administración. Lo que le permitió ser 
más poderosa en materia de libertades. El reconocimiento del juez administrativo 
permitió en 2013 limitar los poderes de la policía judicial en materia de libertad 
individual, gracias a los límites impuestos a la vía de hecho136. El juez administrativo 
es reconocido como guardián de libertades gracias a dos evoluciones importantes. La 
primera es la evolución de su consagración como juez independiente del ejecutivo. Y 
la segunda es la evolución de la noción de libertades que ha reducido de manera 
significativa los poderes del juez judicial en materia de libertades.  
 
Una mutación de la noción de libertad  
La definición original del artículo 66 de la constitución se refería únicamente a la 
detención arbitraria. Es decir, se refiere únicamente al concepto de habeas corpus y 
por tanto no habla de libertades individuales en plural, sino de “la” libertad individual 
en singular. La noción de detención arbitraria hacía del juez judicial, el juez protector 
de la libertad. No obstante, el juez ha incorporado al concepto de libertad individual del 
artículo 66, otras libertades, permitiendo la protección no sólo de “la” libertad, sino 
también de la protección de “las” libertades.  
 
En consecuencia, el 12 de enero de 1977 el C.C incorporó la noción de libertad de la 
vida privada en el campo de aplicación del artículo 66. En esta decisión le juez 
recuerda el principio según el cual “la libertad individual constituye uno de los principios 
 
135 C. Tukov., L'autorité judiciaire, gardienne exclusive de la liberté individuelle ?  AJDA 2016, p. 936 




fundamentales garantizados por las leyes de la república”137. Así, ratifica la 
competencia del juez judicial como guardián de las libertades. La interpretación hecha 
por el juez de este artículo es importante por dos razones. En primer lugar, reconoce 
la libertad individual como principio fundamental que debe ser protegido por todas las 
leyes de la república. En segundo lugar, es aún más importante porque designa al juez 
judicial como el encargado de proteger el principio fundamental.  
 
Además, el juez consideró como inconstitucionales las investigaciones realizadas en 
lugares privados por los agentes de la administración fiscal. Cuando esas 
investigaciones atentaban contra la libertad individual, en particular la inviolabilidad del 
domicilio138. Sin embargo, el juez no aumentó la noción de libertad individual más allá 
del habeas corpus, solo por estas dos libertades. Desde los años 1983 y hasta los 
años 1993 el juez prefirió “en algunos casos recurrir al concepto de libertad 
personal”139, en lugar de utilizar el concepto de libertad individual.   
 
En 1993. El juez realiza un cambio jurisprudencial en lo que respecta a la libertad 
individual incluyendo el concepto de libertad de circulación y el concepto de libertad de 
matrimonio140. Lo que ratificó la intención del juez de ampliar la noción de libertad 
individual y de otorgar más facultades al juez judicial en materia de protección de 
libertades. No obstante, este cambio jurisprudencia no ha sido extensivo. El juez lo 
completó a finales de los años 1999, volviendo a la noción más clásica, la del habeas 
corpus. Este cambio de noción puso en tela de juicio la competencia del juez judicial 
como juez protector de libertades y permitió aumentar los poderes del juez 
administrativo como juez protector de libertades. 
 
 
137 C.C., déc. N° 76-75 DC del 12 de enero de 1977  
138 C.C., déc. N° 83-164 DC del 29 de diciembre de 1983  
139 B. Genevois., Un statut constitutionnel pour les étrangers, RFDA 1993, p. 871 




El C.C en su decisión N° 99-411 DC del 16 de junio de 1999, restringe el marco de 
aplicación del artículo 66 a las medidas de privación de libertad. Las nociones 
existentes anteriormente en la concepción amplia de libertad están vinculadas a la 
noción de “libertad personal” protegido por los artículos 2141 y 4142 de la declaración de 
los derechos del hombre y del ciudadano de 1789. Es decir, la noción de vida privada 
está desvinculado de la noción de libertad individual por una decisión del 23 de julio 
de 1999143. Del mismo modo, las nociones de libertad de circulación144, de la 
inviolabilidad de domicilio145, y de la libertad de matrimonio146 están vinculadas a la 
noción de “libertad personal”.  
 
Este cambio jurisprudencial permitió la existencia de “dos nociones” constitucionales 
de libertad individual147. Por una parte, “las libertades constitucionalmente 
garantizadas: que entre ellas figuran la libertad de circulación, la inviolabilidad del 
domicilio, el secreto de correspondencia y el respeto de la vida privada, protegidos por 
los artículos 2 y 4 de la Declaración de los derechos de 1789148  y de otra parte la 
libertad individual como la “manifestación concreta de la libertad individual”149 según lo 
 
141 Artículo 2: «El objetivo de toda asociación política es la conservación de los derechos naturales e 
imprescriptibles del hombre. Esos derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la 
resistencia a la opresión» 
142 Artículo 4: «La libertad consiste en poder hacer todo lo que no perjudique a los demás: así, el 
ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene límites sino los que garantizan a los 
demás miembros de la sociedad el disfrute de los mismos. Estos límites sólo pueden ser 
determinados por la ley» 
143 C.C., déc. N° 99-416 DC del 23 de julio de 1999 o también C.C., N° 2010-25 QPC, 16 de septiembre 
de 2010 
144 C.C., déc. N° 2003-467 DC del 13 de marzo de 2003  
145 C.C., déc N° 2004-492 DC del 2 de marzo de 2004 o también C.C., 13 de marzo de 2003 precitado 
146 C.C., déc. N° 2003-484 DC del 20 de noviembre de 2003  
147 G. Drago., Liberté individuelle et constitution quels príncipes pour quels juges ? in Entre tradition et 
modernité : le droit pénal en contrepoint, Mélanges en l’honneur de Y. Mayaud., Dalloz 2017, p. 
533  
148 C.C., N° 2004-492 DC, 2 de marzo de 2004 precitado o también C.C., N° 2015-713 DC del 23 de 
julio de 2015  
149 G. Drago., Liberté individuelle et constitution quels príncipes pour quels juges ? Précité in Entre 
tradition et modernité : le droit pénal en contrepoint, Mélanges en l’honneur de Y. Mayaud., Dalloz 




previsto en el artículo 66 de la constitución. La existencia de estos dos conceptos no 
permite la materialización de un solo juez protector. Ya que, la protección del antiguo 
concepto de libertad individual, hacía del juez judicial el único juez protector. 
Reduciendo el ámbito de aplicación de esta noción, el juez reduce el campo de 
protección del juez judicial. Y deja abierta la posibilidad de que el juez administrativo 
sea el juez encargado de proteger las libertades distintas de la libertad individual.  
 
Si bien, el solo hecho de distinguir las nociones de libertad no hace que el juez 
administrativo sea el juez protector de las libertades. Puede preverse que el juez 
judicial ejerza el control y la protección de todas las demás libertades, de hecho, que 
ya ejerce y por constitución el control de la “manifestación concreta de la libertad”. No 
obstante, las leyes relativas a la inteligencia y a la lucha contra el terrorismo han 
demostrado que, en el terreno de la protección de las libertades, el juez administrativo 
ocupa un lugar importante. Como juez protector de las libertades distintas de la libertad 
individual. Tal es la importancia dada al juez administrativo que las multas domiciliarias 
no excedan de 12 horas, no están sometidas al control judicial sino administrativo150. 
Toda vez que la protección de las libertades no es objeto de una sola jurisdicción, al 
contrario, es objeto de una dualidad de jurisdicciones y corresponde al legislador 
determinar que jurisdicción es competente en qué materia. El papel protector del juez 
administrativo fue objeto de varias críticas. Entre ellos, la falta de poderes concretos 
que permitan la verdadera protección de las libertades. Así, el juez administrativo se 
ha dotado de las facultades que le permiten pronunciarse como juez protector de las 
libertades. 
 
2.2.1.1.2 Un verdadero poder protector de las garantías y libertades del juez 
administrativo 
 




La jurisdicción administrativa ha tenido grandes dificultades para demostrar una total 
independencia del poder ejecutivo. De esta manera, ha sido difícil conferirle la 
competencia de la custodia y la protección de las libertades. Por lo cual, el juez 
administrativo se ha dotado de ciertas disposiciones que permiten el control y la 
garantía de las libertades. Antes que nada, el juez acudió a dotarse de los 
procedimientos de urgencia en materia de defensa de las libertades, en particular el 
recurso de libertad instaurado en 2000. En segundo lugar, ha previsto la existencia de 
un instrumento específico en materia de protección de las libertades.  
 
La existencia de procedimientos de urgencia  
Se prevén como procedimientos de urgencia dos casos particulares. Ambas son 
medidas provisionales, la primera en libertad y la segunda en suspensión. No existe 
una definición clara de medidas provisionales, es en principio un procedimiento abierto, 
que requiere un procedimiento principal con el fin de adoptar medidas justificadas por 
la urgencia.  
 
La instauración del procedimiento de medidas provisionales de libertad en el año 2000 
constituyó un paso importante en la protección de las libertades por parte del juez 
administrativo. Este procedimiento permite a la persona solicitar ante la autoridad 
administrativa cualquier medida necesaria para salvaguardar una libertad fundamental 
que una autoridad haya atentado de forma grave y manifiestamente ilegal. El juez de 
medidas provisionales tendrá 48 horas después de la solicitud para pronunciarse151.  
 
Esta concretización de las medidas provisionales de libertad es la base del juez 
administrativo guardián de las libertades, ya que “se ve dotado de los poderes de su 
homólogo judicial, que conferían a este último, a veces sin respetar las reglas de 
 




competencia, una seducción indiscutible a los ojos de los ojos justiciables”152. La 
preferencia de los justiciables es comprensible en vista de la rapidez de la decisión. 
No obstante, la rapidez puede ser perjudicial para la calidad de la decisión. En el breve 
plazo para que el juez se pronuncie sobre las decisiones, es posible que éstas no sean 
demasiado claras o completas. Pero, lo importante es el valor de la protección de las 
libertades.  
 
La medida provisional de libertad se consagró como herramienta contraria a la “vía de 
hecho”. Esta vía de hecho corresponde a una medida o a una infracción gravemente 
ilegal y que atenta gravemente contra una propiedad inmobiliaria o mobiliaria; o a una 
libertad fundamental. El concepto de agresión física se redujo por primera vez en la 
sentencia Bergoend153 en la que se elimina la naturaleza de agresión grave de una 
propiedad. Además, la evolución de la noción afecta a la noción de vía de hecho y ya 
no está protegida la “libertad fundamental” sino la “libertad individual”. La reducción de 
la vía de hecho reduce al mismo tiempo la competencia del juez judicial, que tiene una 
función puramente excepcional en materia de protección de las libertades.  
 
La importancia de esta medida provisional de libertad puede verse en la existencia de 
84 ordenanzas entre el 20 de noviembre de 2015 y el 1 de febrero de 2016154.  Esta 
cifra aumentó a finales de 2016. Según el vicepresidente J-M Sauvé, los 
procedimientos de urgencias son 15 500 los casos urgentes que se han juzgado 
durante todo el año. Incluso si la medida provisional de libertad es reconocida por 
cualquier medida provisional. Este reconocimiento en materia del estado de urgencia 
es más claro después de los atentados del 2015. Las medidas provisionales de libertad 
son un recurso de pleno contencioso. No es posible hacer una investigación de fondo, 
el juez se pregunta aquí sobre la violación a un derecho fundamental. La medida 
 
152 Código de justicia administrativa: éd. Le Moniteur, 7e éd., p. 527 commentaire D. Chabanol  
153 T.C., N° 3911 del 17 de junio de 2013, Bergoend c/ Sté ERDF. 
154 C. Tukov., Le référé-liberté administratif, élément structurant de la modification de la répartition des 




provisional de libertad no es poder omnipotente, está limitado por el carácter urgente 
de la medida. Es decir, el plazo de 48 horas que se concede a la persona para recurrir 
al juez.  
 
El otro procedimiento de urgencia previsto por el juez administrativo es la medida 
provisional de suspensión que tiene por objeto la suspensión provisional de una 
decisión administrativa. Esta medida provisional se dirige contra una decisión 
administrativa y no se recibe con carácter principal sino como accesorio a un recurso 
del fondo interpuesto simultáneamente o con anterioridad. Las condiciones de 
admisibilidad de este recurso son más rigurosas que la medida provisional de libertad. 
Por esta razón en el año 2016 durante el cual el estado de urgencia estaba en curso, 
sólo se declararon 18 medidas provisionales de suspensión frente a 96 medidas 
provisionales de libertad155.   
 
Además, los procedimientos de urgencia permiten equilibrar los poderes del juez 
administrativo y el juez judicial en materia de derecho antiterrorista. Porque en las 
segundas está prevista la existencia de un control a priori del juez que no existe por 
las primeras. El juez se ha dotado de un procedimiento más específico.  
 
La instauración de una protección específica  
En el marco de la prueba, la administración puede ser sometida en varios debates, 
sobre todo en el marco de la motivación de las medidas, cuando existen “notas 
blancas”. Las notas blancas están previstas en el marco de la asignación a residencia 
y son retomadas las técnicas de información. Estas notas blancas son documentos 
asignados a los servicios de inteligencia, sin referencia, ni firma, ni fecha.  
 
 




Estas técnicas tienen por objeto proteger el anonimato sobre las afirmaciones que 
figuran en esas notas y constituyen pruebas para establecer la amenaza de una 
persona sometida a una medida administrativa. Se han utilizado ampliamente durante 
el estado de urgencia. En la transposición del derecho común se consideran más bien 
como prueba.  
 
 
2.2.1.2 La limitación del rol del juez como guardián constitucional de garantías 
y libertades  
 
El carácter “preventivo” de las nuevas medidas antiterroristas adoptadas en los últimos 
años ha transformado el papel del juez judicial. Está demostrado que el juez 
administrativo tiene una competencia principal frente a la competencia marginal y deja 
al juez judicial no sólo en materia de protección de las libertades sino también en 
materia de terrorismo. Aunque, algunas de estas medidas pueden violar los derechos 
y libertades, el legislador ha preferido el control administrativo. Pese a lo cual, el 
legislador no ha descartado totalmente la competencia del juez judicial y, por lo tanto, 
se le ha confiado un control excepcional de las medidas antiterroristas. Además, se 
confía al juez judicial un control no excepcional sino último en el derecho antiterrorista.  
 
2.2.1.2.1 Un control excepcional del juez judicial en las medidas antiterroristas  
Las nuevas disposiciones relativas al derecho del antiterrorismo, demuestran que el 
legislador desconoce el lugar del juez judicial como juez encargado de controlar las 
medidas antiterroristas. Entre ellas, la ley del 30 de octubre de 2017 que confiere al 
juez administrativo el control de la mayoría de las medidas antiterroristas, y sólo deja 
un derecho de información a las autoridades judiciales. Toda vez, el legislador optó 
por dejar un lugar muy estrecho al juez judicial, sobre todo en lo que respecta a la 





El derecho de información de la jurisdicción judicial  
Las nuevas medidas antiterroristas tienen un reconocimiento especial de las facultades 
de la autoridad judicial. Para esta medida no está prevista la existencia de un control 
de las autoridades judiciales. Empero, la autoridad judicial encuentra un lugar menos 
vinculante pero totalmente necesario en vista del carácter terrorista de las medidas. La 
jurisdicción judicial tiene derecho a ser informado de las medidas de policía 
administrativa adoptadas en el marco de la legislación antiterrorista.   
 
El derecho de información de la autoridad no es general, sino que se refiere 
únicamente a los perímetros de protección y a las medidas individuales de control y 
vigilancia. Para los segundos, el derecho de información está previsto en el artículo 
L228-2 del CSI. Este lugar informativo deja a las autoridades judiciales no es inofensivo 
de la naturaleza de estas medidas. Recordemos que esta medida surgió de la ley de 
2017, que incorpora al derecho común las medidas adoptadas en el marco del estado 
de urgencia, en particular el arresto domiciliario. Razón por la cual el control no 
corresponde al juez judicial sino al juez administrativo.  
 
Aunque inofensivo, este razonamiento no es evidente por dos razones. En primer 
lugar, debido al menoscabo de las libertades constitucionales. En 2015, el C.C se 
pronunció sobre esta violación al considerar que los arrestos domiciliarios “no implican 
una privación de la libertad individual en el sentido del artículo 66 de la Constitución”156. 
Eso excluye la competencia de la jurisdicción judicial. Aunque, esta exclusión no es 
total y el C.C ha concebido la posibilidad que una asignación sea privativa de la libertad 
sí se amplía el período  fijo máximo de 12 por día157.  El derecho de información de las 
 





autoridades judiciales es extraño por el hecho de que el juez ha afectado la definición 
de la libertad individual y deja un lugar muy estrecho, casi consultivo.  
 
En segundo lugar, es pertinente recordar que las obligaciones impuestas a la persona 
en el marco de las medidas individuales son similares a las obligaciones previstas por 
la autoridad judicial en el marco de un control judicial158. Estas últimas están sujetas a 
los controles del juez judicial. Por consiguiente, podrá preverse que el juez judicial sea 
competente para conocer en extensión de las obligaciones previstas para la autoridad 
administrativa. Recordemos también la posibilidad de que el Ministro ponga a una 
persona bajo vigilancia electrónica móvil, como alternativa a la obligación de 
presentarse periódicamente a los servicios de policía159. Esta asignación está prevista 
en derecho penal solamente en el caso de personas ya condenadas a penas de 
prisión. Caso en el cual el control corresponde al juez judicial. Aunque, el legislador ha 
dado una vez más al juez judicial un campo más bien consultativo. La situación es 
diferente en el caso de medidas de las visitas y los embargos, en los cuales el juez 
tiene un poder más reducido.  
 
Un control único del juez judicial  
Ante la competencia del juez administrativo en el marco del control de las medidas 
antiterroristas. La jurisdicción judicial sólo puede ejercer las facultades que le haya 
conferido el legislador. En consecuencia, es posible para el juez judicial controlar las 
disposiciones que de otro modo le resultaría difícil de controlar. En particular, el control 
de las medidas adoptadas por la policía administrativa que “excluyen automáticamente 
la intervención de la autoridad judicial”160.  
 
 
158 Artículo 138 del Código de Procedimiento Penal, precitado. 
159 Artículo L 228-3 del Código de Procedimiento Penal  
160 M. Granger., Constitution et sécurité intérieure essai de modélisation juridique, L.G.D.J. 2011, précité 




El legislador en materia de visitas e incautación administrativas retoma la decisión del 
C.C del 19 de enero de 2006161, en la que se establece que las medidas puramente 
administrativas son competencia únicamente de la autoridad administrativa y que estás 
no pueden ser colocadas bajo la supervisión de la autoridad judicial. Para ciertos 
parlamentarios, desviar el lugar del juez judicial en materia de prevención es contrario 
a la constitución “queréis alterar totalmente las reglas existentes y hacer intervenir a 
un juez. Perdóneme, pero esto podría plantear un problema de constitucionalidad”162.  
 
Aun con la reticencia de los parlamentarios, la ley del 30 de octubre de 2017 previó en 
el marco de las visitas y las incautaciones del artículo L 229-1 del CSI la competencia 
del juez de libertades y de la detención en el campo de una medida administrativa. 
Esta competencia única del juez en materia de las medidas puramente administrativas 
se explica por dos razones. La primera es la violación de derechos y libertades de 
estas medidas. Más específicamente, la violación a la libertad de circulación que en 
algunos casos puede ser asimilable a una privación de la libertad. Cabe recordar que 
el único poder dejado al juez judicial como guardián de las libertades es la protección 
de la privación de la libertad. Por consiguiente es difícil “concebir fuera del ámbito 
judicial”163 el control de estas medidas. De modo que es posible considerar que, 
aunque estas medidas con competencia de la policía administrativa, no son totalmente 
administrativas. Entonces, pueden ser consideradas como medidas jurídicas cuya 
competencia supera la distinción entre las dos policías.  
 
Así mismo, el poder del juez judicial es necesario en esta medida debido a los 
elementos que pueden ser encontrados por las autoridades administrativas en los 
lugares visitados. Estos pueden ser constitutivos de una infracción. En tal caso, es 
 
161 C.C., déc. n° 2005-532 DC del 19 de enero de 2006 
162 Alain Marsaud, in Compte rendu des débats de l’Assemblée nationale sur le projet de loi rélatif à la 
lutte contre le terrorisme et portant dispositions diverses relatives à la sécurité et aux contrôles 
frontaliers, 2éme séance du 24 novembre 2005, 79éme séance de la session ordinaire 2005-2006.  




preferible que el juez judicial tenga el control de esas medidas, para proseguir la 
investigación judicial. No obstante, el juez no es solamente un juez de control en esta 
medida, puede tener, en caso de incumplimiento e ilegalidad de las medidas, un lugar 
de último control en las medidas antiterroristas.  
 
2.2.1.2.2 El juez judicial como último control en el derecho del antiterrorismo 
El lugar del juez judicial no es sólo un lugar limitativo. Se le ha confiado al legislador 
un control calificado de último. No viene a instituir directamente en el control de las 
medidas antiterroristas. Tiene un control residual que puede conocer varios campos 
de protección. En primer lugar, en el marco de un proceso penal, el juez puede 
controlar las medidas antiterroristas administrativas. Además, en caso de 
incumplimiento de las medidas administrativas, el juez judicial puede conocer del inicio 
de las diligencias penales.  
 
El control de los actos administrativos  
El artículo 111-5 del Código penal dispone que “las jurisdicciones penales son 
competentes para interpretar los actos administrativos, reglamentarios o individuales 
y para apreciar su legalidad cuando, de este examen, depende la solución del proceso 
penal que se le someta” Esta función del juez judicial ha sido ampliamente reconocida 
en la jurisprudencia en varios ámbitos del derecho.  
 
En materia de actos administrativos antiterroristas el juez ha experimentado un 
desarrollo después de 2016. En primer lugar en 2016164 dos decisiones previeron la 
posibilidad de una apreciación de los actos administrativos en el marco de las medidas 
resultantes de los estados de urgencia. Las medidas a que se refieren estas dos 
decisiones que prevén un control del juez judicial durante los registros conocidos en el 
 




marco de un proceso penal por irregularidades cometidas durante de la ejecución de 
la medida. Posteriormente, el juez reitera la apreciación de la legalidad de los dos 
registros realizados en el marco del estado de urgencia. Mediante dos decisiones de 
2017 en las que el juez establece la posibilidad de que el juez solicite al prefecto que 
precise sobre la justificación de la medida165. 
 
Este poder de control es importante porque si la administración no respeta los 
derechos y libertades de la persona, el juez judicial podrá remediar la situación. Por 
consiguiente, es posible pensar que el legislador no ha abandonado su idea de 
sospechar de la proximidad de la jurisdicción administrativa con el gobierno. Porque el 
primer control corresponde a él como guardián de las libertades. Y con la creación de 
tal dispositivo es posible pensar que el legislador sospecha de la incapacidad del juez 
administrativo para proteger eficazmente los derechos de la persona. Es cierto que la 
capacidad del juez judicial para conocer de esos actos en materia de terrorismo no se 
utiliza realmente ante los dispositivos existentes para controlar las medidas 
antiterroristas del juez administrativo.  
 
Aunque es poco utilizado, el razonamiento del legislador es proteger a la persona 
permitiendo la aplicación de los instrumentos de protección incluso fuera de la 
jurisdicción competente. Pero esta ampliación del campo de aplicación del juez judicial 
puede dar lugar a controversias más serias como es el caso de la existencia de una 
“jurisprudencia divergente”166 entre los dos ordenamientos jurídicos. El juez 
administrativo puede cuanto a él, no haber considerado la existencia de una violación 
grave a la libertad de la persona, mientras que en el caso del proceso penal el juez 
judicial puede tener una noción totalmente diferente y por lo tanto vendrá a oponerse 
al juez administrativo.  
 
 
165 C. Cass., crim.,  déc. N ° 16-85072 et N° 16-85073 del 28 de marzo de 2017.  




La aplicación de esta apreciación sólo estaba prevista para el caso de las medidas 
antiterroristas resultantes del estado de urgencia. No obstante, “Este rol ha sido 
ampliamente renovado en el contexto terrorista actual, y las soluciones aplicadas 
durante el estado de urgencias deberían continuar en relación a la ley del 30 de octubre 
de 2017”167. Debido a lo cual, es posible que el principio de apreciación se traslade a 
las medidas de derecho común, ya que estas medidas de carácter administrativo 
constituyen actos administrativos sometidos a la autoridad administrativa. Además de 
esta facultad de apreciación, el juez puede encargarse de controlar el incumplimiento 
de las medidas antiterroristas.  
 
El control del incumplimiento de las medidas 
La integración de nuevas medidas antiterroristas en el derecho común permitió la 
creación de nuevos delitos en la jurisdicción judicial. Es posible entonces para el juez 
judicial controlar las medidas antiterroristas fuera del margen de apreciación de los 
actos administrativos. En efecto, los artículos del CSI prevén la posibilidad de perseguir 
penalmente a una persona por el incumplimiento de las medidas antiterroristas.  
 
Ante todo, la violación de la medida de clausura de los lugares de culto es conlleva 
una pena de seis meses de prisión y una multa de 75000 euros168. La categoría de 
delito da a esta tipificación de incumplimiento de la clausura de lugares es más fuerte 
debido a la naturaleza preventiva de la medida. De este modo se demuestra que el 
legislador busca entre estas medidas no la prevención de la acción sino la prevención 
del nacimiento de un nuevo “enemigo” de la sociedad. El derecho se transforma cada 
vez más en un derecho del enemigo que no ve a la persona como un ser humano, sino 
como una posible arma a disposición de quienes quieren actuar en contra del orden 
 
167 E. Raschel., La sécurité intérieure et la lutte contre le terrorisme entre cadence et décadence : 
commentaire de la loi n° 2017-1510 del 30 de octubre de 2017, Droit pénal n° 12, Diciembre 2017, 
precitado 




público.  Es posible prever una pena diferente a la prevista por el legislador. Es decir, 
puede comenzarse por una multa y, en caso de incumplimiento, prever un delito. Esto 
podría demostrar mejor el carácter preventivo de la medida.  
 
Además, el control administrativo de los retornos y las medidas individuales de control 
administrativo y de vigilancia van acompañadas de 3 años de prisión y de 45000 euros 
de multa169. Las penas impuestas en caso de violación son las mismas que la clausura 
de lugares de culto son demasiado radicales en relación con las obligaciones y las 
consecuencias a las que están sometidas la persona por sus medidas. Asimismo, en 
el marco de técnicas de inteligencia, es posible que los operadores de comunicaciones 
y los operadores de redes que no cumplan con la demande de las autoridades 
competentes pueden ser sancionados por una pena de dos años de prisión y de 
150.000 euros de multa170.  
 
Por lo tanto, es posible que el juez judicial, en segundo lugar, evalué la legalidad de 
estas medidas, en caso de contencioso por incumplimiento. El juez ratificó este control 
del juez judicial en la sentencia del 3 de mayo de 2017. Según el juez, “el derecho a la 
seguridad garantizado por el artículo 2 de la declaración de los derechos del hombre 
y del ciudadano ordena al juez penal, cuando lo considere, en un caso previsto por la 
ley, imponer una pena privativa de libertad en contra de una persona acusada 
únicamente por haberse sustraído a la ejecución de un acto administrativo que le 
concierna, comprobar previamente que la obligación cuya infracción alega era 
necesaria y proporcionada”171. En esta decisión el juez hace aplicación del artículo 
111-5 de manera totalmente diferente a la apreciación de los actos administrativos. Lo 
importante aquí no es el acto sino la pena en que se incurre por el incumplimiento de 
ese acto. Este campo excepcional del juez judicial deja un amplio margen de 
 
169 Para las medidas individuales: el artículo L 228-7 y por el control administrativo del artículo L 225-7 
del Código de seguridad interior.   
170 Artículo 226-13 del Código penal  




apreciación al juez administrativo en lo que respecta al control de las medidas 
antiterroristas, facultad que se refuerza debido al reconocimiento como juez guardián 
de las libertades. 
 
 
2.2.2 El control jurisdiccional de las medidas antiterroristas  
 
El control jurisdiccional de las medidas antiterroristas está vinculado a la naturaleza de 
la mayoría de las medidas. La policía administrativa está sometida al control del juez 
administrativo y, por lo tanto, sus actos son controlados por esta jurisdicción. Además, 
el hecho que el juez administrativo haya sido reconocido como juez guardián de las 
libertades, le permite controlar las medidas para reprimir toda violación de los derechos 
y libertades de la persona.  
 
 
2.2.2.1 La repartición de competencias en el control de las medidas 
antiterroristas  
 
El derecho antiterrorista es un derecho mixto. Prevé la competencia del juez judicial y 
a la vez la competencia del juez administrativo. Estos dos jueces tienen una 
competencia muy especial en materia del control de las medidas antiterroristas. Y de 
otras medidas que tienen un doble juez protector. Este reparto de competencias 
permite “que al final un individuo” no se vea “nunca confrontado con una zona de no 
derecho”172 pero en la práctica puede ser difícil porque la persona no sabrá a que 
jurisdicción recurrir y en qué circunstancias. Por consiguiente, es necesario que el 
 
172 J-E. Gioquel., Le droit de l'antiterrorisme Un droit aux confins du droit administratif et du droit pénal, 




derecho del antiterrorismo sea más claro y preciso. Esta repartición de competencias 
se basa en la diferencia de operaciones de la policía administrativa y de la policía 
judicial. Además, el reparto de competencias implica no solamente los medios de estas 
dos policías, sino también los medios técnicos utilizables en materia de derecho 
antiterrorista.  
 
2.2.2.1.1 Un reparto de técnicas  
Para cumplir la finalidad de proteger la seguridad y el orden público, las diferentes 
jurisdicciones disponen de un amplía lista de medios técnicos utilizados para ayudar a 
cumplir sus funciones. El legislador prefirió dar a cada una de las jurisdicciones sus 
propias técnicas que hacer una lista única para estas dos jurisdicciones. Esta 
distribución de las técnicas es necesaria en el marco del objetivo preventivo y represivo 
de las medidas antiterroristas. En lo que respecta a la jurisdicción judicial, los medios 
técnicos utilizados son primordialmente represivos, contrariamente a las técnicas 
preventivas de la jurisdicción administrativa. Sin embargo, esta distinción puede ser 
diferente debido a la mezcla de medios y de competencias de las autoridades.  
 
Las técnicas represivas  
Las técnicas represivas corresponden a las técnicas previstas en el CPP para la 
utilización del juez judicial en relación con los diferentes tipos de incriminaciones. Las 
técnicas que se dan al juez pueden calificarse como especiales y generales. Estas 
últimas son aplicables a todas las incriminaciones, mientras que las primeras son 
aplicables únicamente en materia de delincuencia organizada. En el marco del derecho 
antiterrorista, las dos técnicas forman parte importante de las facultades de 
investigación del juez.  
 
Los actos terroristas de 2015 han dejado profundas huellas en el derecho francés. 




judicial”173. Este desarrollo ha afectado el vínculo entra las técnicas represivas y las 
técnicas preventivas. En efecto, la lucha contra el terrorismo “lleva al extremo las 
exigencias de la inteligencia, ya que impone un imperativo de total anticipación”174. 
Este imperativo de total anticipación no puede ser cumplido plenamente por las 
autoridades judiciales, pero puede ser necesario en ciertos casos. El atentado del Orly 
el 15 de julio de 1983 es el ejemplo perfecto de la necesaria anticipación en materia 
de inteligencia. En este atentado el equipo de contra espionaje consideraron que 
debían haber intervenido mucho antes175.  
 
Durante mucho tiempo el juez judicial se ha dotado de muchas competencias en 
materia de técnicas de investigación. En los poderes del juez hay algunos que son 
propios de la autoridad judicial y otros que han conocido homólogos entre las técnicas 
preventivas. En primer lugar, la técnica de la detención provisoria176 que sólo puede 
pronunciarse durante la investigación o la instrucción.  Que soló puede ser 
pronunciada por un oficial de policía. Esta detención provisoria ha sido objeto de una 
modificación con la ley de 2016 que permitió ampliarla durante 24 horas sin 
presentación automática de la persona a la fiscalía. A la luz de estas disposiciones, es 
posible ver que las técnicas del juez judicial han venido en los últimos años remarcando 
el rol represivo de estas técnicas.  
 
Asimismo, la técnica de infiltración del artículo 706-81 del CPP permite al juez de 
instrucción cuando sea necesario para la investigación o la instrucción autorizar una 
operación de infiltración. Esta técnica de infiltración es posible solamente para la 
 
173 B. Warusfel., Justice et renseignement dans la lutte contre la radicalisation violente AJ pénal 2018, 
p. 119 
174 B. Warusfel., La (re)définition d’un droit du renseignement in l’hypothèse de la guerre contre le 
terrorisme, Dalloz 2017, p. 152  
175 Ibidem.  




jurisdicción judicial debido a la gravedad de las disposiciones permitidas en el marco 
de la infiltración y por la participación de un oficial o de un agente de la policía judicial.  
 
Dado que estas técnicas no encuentran su homólogo en las medidas administrativas, 
es posible decir que son puramente represivas. Junto a estas técnicas, existen otras 
técnicas que pueden poner en peligro la distinción entre represivo y preventivo. Tales 
como, las medidas de inspección ordenadas por el juez judicial a petición del fiscal 
durante la investigación o la instrucción. Y las medidas de visita e incautación 
ordenadas por el juez de libertades y de la detención después de la remisión al prefecto 
únicamente con fines de prevención. Ambas medidas son del conocimiento del juez 
judicial, pero difieren en cuanto a la autoridad competente y en cuanto al objeto de la 
autoridad que solicita la medida y de las personas que son objeto de la misma.  
 
Para las primeras la autoridad competente es la autoridad judicial, mientras que para 
las segundas la autoridad es la autoridad administrativa. El objeto de la primera está 
contemplado en una lista de penas que permiten la medida de infiltración. Mientras 
que, para la segunda, lo importante es el comportamiento amenazador de la persona. 
Existen otras diferencias entre estas dos medidas, pero son sus diferencias las que 
muestran una dualidad entre las técnicas represivas y predictivas que eliminan cada 
vez más el criterio finalista de esta distinción.  
 
Estas técnicas no son las únicas técnicas que previeron para el juez el carácter de 
técnica de investigación, el legislador previó la existencia de medidas que eran en un 
primer momento únicamente judiciales tales como la vigilancia de comunicaciones 
electrónicas y que insertaron en las técnicas preventivas del control del juez 
administrativo.  
 




En las medidas administrativas antiterroristas existen medidas que tienen un doble 
control y, por lo tanto, es mejor conocer las competencias de cada una de sus técnicas. 
Para hacer el derecho más claro y más seguro. En las medidas preventivas es posible 
encontrar las medidas ya tratadas en la primera parte. Es decir, la clausura de los 
lugares de culto, las incautaciones, las visitas domiciliarias y los registros domiciliarios, 
aunque categorizadas como preventivas no son verdaderamente medidas 
administrativas, y finalmente las medidas individuales de control y vigilancia 
administrativa.  
 
De igual modo, estas medidas que son medios dados a la jurisdicción administrativa 
de manera bastante reciente, existen otras técnicas que son herramientas dadas al 
juez administrativo en materia de prevención. Hay que hablar de técnicas de 
inteligencia como técnicas preventivas que afectan al marco represivo. En materia de 
inteligencia, el legislador ha previsto la existencia de una mezcla de competencias. 
Estas técnicas de inteligencia se consideraron en primer lugar como medidas de 
policía judicial y que se calificaron de “escuchas”. No obstante, el legislador ha previsto 
en la ley N° 2015-912 del 24 de julio de 2015, relativa a la información, nombrar las 
“escuchas” como “inteligencia”, lo que excluye la competencia de la policía judicial y 
por lo tanto del juez judicial.  
 
La distinción entre estas dos medidas viene desde su estipulación en el CSI y en el 
CPP. Por primera vez se determinaron como competencia de la policía administrativa 
y, por consiguiente, se descartaron las técnicas de inteligencia represivas. Aunque 
estaban consagrados como medidas diferentes, en la práctica era difícil percibir esta 
diferencia sobre todo en la falta del “estándar cualitativo de la ley”177.  No obstante, la 
ley no fue aclarada y esas medidas continuaron aplicándose. Sin embargo, en 2006178 
 
177 E. Bédarrides., Des écoutes au renseignement, AJDA 2015, p. 2026 
178 Ley n° 2006-64 del 23 de enero de 2006 relative à la lutte contre le terrorisme et portant dispositions 




el juez inició un trabajo de determinación de estas medidas a las competencias de la 
policía administrativa.  
 
Esta competencia excluye cada vez más el poder del juez judicial sobre las técnicas 
de inteligencia, es posible encontrar el acceso administrativo a los datos de 
conexión179, las interceptaciones de seguridad180, la sonorización de ciertos lugares y 
vehículos181, las medidas de vigilancia de las comunicaciones eléctricas 
internacionales182 y las medidas de vigilancia de determinadas comunicaciones 
hertzianas183.  
 
Todas estas técnicas pueden encontrarse en el CPP, sobre casi las mismas acciones 
previstas en el CSI. La dificultad aquí es la superación de las competencias entre estas 
dos jurisdicciones, porque la jurisdicción administrativa tiene el poder de recurrir 
“legalmente a las técnicas intrusivas puestas a disposición de los jueces judiciales”184 
como es el caso de la sonorización de lugares y vehículos.  
 
Uno de los instrumentos de la jurisdicción administrativa que se introdujo en el marco 
de la competencia del juez judicial y que va más allá de los límites entre estas dos 
jurisdicciones es la utilización del IMSI catcher, dispositivo reconocido por los servicios 
de inteligencia en el marco del articulo L 851-6 del CSI creado por la ley n° 2015-912 
del 24 de julio de 2015.  
 
 
179 Artículo L 851-1 del Código de seguridad interior  
180 Artículo L 852-1 del Código de seguridad interior   
181 Artículo L 853 -1 del Código de seguridad interior  
182 Artículo L 854-1 del Código de seguridad interior  
183 Artículo L855-1 del Código de seguridad interior  
184 J.E Gicquel., Lutte contre le terrorisme - Le droit de l'antiterrorisme Un droit aux confins du droit 





La división de competencias entre la jurisdicción administrativa y la jurisdicción judicial 
en las técnicas de investigación y de prevención no está clara, pero se demuestra una 
preferencia de la comisión de un acto terrorista. Además, de esta distribución de 
técnicas, es posible encontrar una división de competencias de cierta manera, más 
clara en la distinción de los poderes entre la policía administrativa y la policía judicial.  
 
2.2.2.1.2 La distinción entre policía administrativa y policía judicial  
La distinción entre policía administrativa y policía judicial es uno de los elementos 
necesarios al momento de hacer la repartición de competencias entre la jurisdicción 
administrativa y la jurisdicción judicial. Ya que está previsto que la pertenencia a una 
de las jurisdicciones excluya el campo de aplicación de la otra o al menos en primer 
plano. Puesto que ya se ha visto que es posible para el juez judicial ejercer un control 
ultimo sobre las medidas antiterroristas. Para establecer el reparto de competencias 
entre estas dos policías es necesario conocer el criterio del C.C para hacer la distinción 
y luego referirse al control de cada una de estas policías como criterio de la distribución 
de competencias de las jurisdicciones.  
 
El criterio de distinción  
La distinción entre la policía administrativa y la policía judicial influyen en el reparto de 
las competencias, sobre todo para saber qué autoridad se encarga de ejecutar una 
medida. Es cierto que el concepto de prevención y represión es repetitivo por todo 
cuando se habla de la distribución de las competencias. Sin embargo, estos criterios 
son la base de la distribución de las competencias. Por esto es necesario volver a 
hablar de estos dos conceptos que, permiten según el juez, distinguir entre la policía 





El criterio de distinción se remonta a 1951 con la sentencia Dame Noualek185. En el 
que el juez establece que las operaciones de la policía administrativa tienen un criterio 
de prevención de las incriminaciones, mientras que la policía judicial tiene un objetivo 
de represión de las infracciones y de violaciones al orden público.  En realidad, la 
utilización del criterio finalista es más antigua. En la sentencia de 1945 Baud186 el 
comisario del gobierno estableció la competencia de la policía administrativa se ejerce 
cuando el agente ejerce una misión de control o de vigilancia general y cuando  no se 
refiere a una infracción correccional o criminal. Aunque el criterio se estableció en 
1951, no es sino hasta 1956 que la Corte de Casación utilizó este criterio.  
 
La determinación del criterio finalista como criterio de distinción, no ha sido fácil. 
Algunos autores han propuesto otros criterios para determinar la distinción entre estas 
dos policías. En primer lugar, el criterio orgánico propuesto en la tesis de Claude-Gilles 
GOUR. Pero la aplicación de esta distinción fue rechazada por la existencia de ciertos 
agentes mediante los cuales el carácter de la autoridad judicial quedaba establecido 
directamente por la ley y no por la naturaleza de sus funciones. Otro los criterios 
existentes para determinar la distinción entre policías, el profesor Rolando DRAGO 
habló del criterio formal para determinar la distinción. Para él la distinción debe ser “un 
antes” y “un después”. Pero es demasiado difícil ponerla en práctica, ya que en caso 
de flagrancia de una incriminación corresponde al juez administrativo el conocimiento 
del contencioso relativo a las actividades de la policía. Por último, el profesor Jacques 
Moreau viene a plantear la existencia de un criterio “diferencial fundado en la calidad 
de la víctima”187  
 
La aplicación de este criterio finalista no ha sido fácil, ya que en algunos casos una 
operación de policía administrativa puede transformarse en policía judicial, lo que 
 
185 T.C., réq. N° 1316 del 7 de junio de 1951 dame Noualek 
186 C.E., réq. N° 265 del 11 de mayo de 1951 Consorts Baud  
187 M.Granger., Constitution et sécurité intérieure essai de modélisation juridique, L.G.D.J 2011, précité, 




puede llamarse como “mutabilidad de las operaciones”188, que solo funciona en un sólo 
sentido la transferencia de un procedimiento administrativo en procedimiento penal. 
No es fácil poner en práctica, lo contrario. Además, es difícil distinguirlos de los criterios 
de la operación van a ser a la vez preventivos y a la vez represivos.  
 
Empero, el C.C reconoció este criterio por primera vez en la decisión del 12 de enero 
de 1977 y lo consagró en la decisión del 19 y el 20 de enero de 1981189. Por el C.C la 
distinción se funda en los valores constitucionales de salvaguarda del orden público y 
sobre el objetivo de investigación de los autores de infracciones. Según el 
reconocimiento del principio de diferenciación, el juez no ha hecho ninguna evolución 
en materia del criterio de diferenciación. Este criterio finalista no es suficiente habida 
cuenta de la complejidad de las operaciones. Pero, ninguna otra propuesta de 
distinción fue hecha para él. La distinción entre preventiva y represiva permite 
determinar la competencia de las jurisdicciones como controladores de las acciones 
de cada una de las policías.  
 
El control del juez  
La competencia del juez en el marco de las medidas antiterroristas no está totalmente 
determinada por la diferenciación entre la policía administrativa y la policía judicial. 
Pero la competencia en materia policial excluye la posibilidad que otro juez decida. 
Recordemos que la decisión de principio de 1951, en el marco de la competencia de 
la policía administrativa. Según el juez, cuando la operación esté fuera de todo orden 
o intervención de la autoridad judicial, se constituye una verdadera operación de policía 




188 Ibidem  




La policía administrativa está sometida al control del juez administrativo dada su razón 
de ser. Está razón es mantener el orden público. La determinación del criterio de 
separación permite al juez administrativo actuar en el marco de la prevención de las 
infracciones y no en la represión. Para la policía judicial, el juez que debe controlarla 
es el juez judicial, por lo que el juez se encargará del control de la violación de los 
derechos y libertades de la persona en su represión.  
 
Sin embargo, la repartición de competencias del juez se mezcla con la incorporación 
al derecho común de las medidas antiterroristas. El juez judicial permite el control 
judicial de los actos de la policía administrativa, lo que afecta la distribución de las 
competencias de las jurisdicciones. Incluso si la operación es calificada como 
administrativa. Por consiguiente, cabe recordar que la jurisdicción judicial es 
competente para conocer del control directo y eficaz de la autoridad judicial190  y no de 
la autoridad administrativa.  
 
El conocimiento por parte del juez judicial de las operaciones de policía administrativa 
desvía la competencia entre el juez judicial y juez administrativo. Ante el 
incumplimiento del criterio finalista, la jurisdicción judicial viene a controlar las medidas 
que se entienden como represivas, pero que la autoridad encargada de su control es 
administrativa. Esta ampliación del poder del juez judicial para conocer de las medidas 
de policía administrativa, pone en peligro la competencia del juez administrativo.  
 
 
2.2.2.2 El control del juez administrativo 
 
 




El control judicial de las medidas antiterroristas ha disminuido considerablemente, pero 
ha descartado totalmente el derecho antiterrorista. No obstante, las facultades del 
control de la jurisdicción administrativa ampliado en los últimos años. La jurisdicción 
administrativa encontró un lugar no sólo preventivo sino más allá. Es decir, un lugar 
más represivo. Esto puede hacer pensar en la transposición de un concepto 
anteriormente utilizado únicamente en derecho penal. Este es el concepto de “derecho 
de la peligrosidad” o “derecho del enemigo”. De modo que, es necesario preguntarse 
si las competencias del juez administrativo permiten la concepción de tal concepto en 
la jurisdicción administrativa. Para responder a la pregunta hay que considerar en 
primer lugar las competencias en derecho común y luego concentrarse en las 
competencias especiales establecidas en la jurisdicción administrativa.  
 
2.2.2.2.1 Los dispositivos de derecho común  
La administrativización del derecho del antiterrorismo ha permitido tanto el uso 
indebido del derecho administrativo, como del derecho penal. Esta desviación permite 
que se amplíen las competencias normales de la jurisdicción para demostrar la 
independencia del juez administrativo. Aunque, las competencias de una jurisdicción 
no van a cambiar por el mero hecho de un enfoque de las jurisdicciones. En primer 
lugar, se reconoce al juez administrativo las competencias propias que permiten 
resolver los problemas presentados durante el derecho antiterrorista. En segundo 
lugar, los cambios jurisprudenciales han hecho que algunas de las competencias del 
juez administrativo se hayan ajustado.  
 
Las competencias propias  
La jurisdicción administrativa está dotada naturalmente de las competencias que le 
permitirán encargarse de la protección de los derechos y libertades. Gracias a la 




todas las vías de recurso existentes en el CSI191. De este modo, la persona puede 
interponer un recurso por abuso de poder o un recurso de pleno contencioso. El primer 
recurso da la posibilidad a la persona sometida a una de las medidas previstas en el 
Código de seguridad pública de recurrir al juez para que anule el acto del prefecto. 
Cabe recordar que el recurso por abuso de poder permite a la persona obtener una 
anulación de todo acto administrativo. Tal es el caso de las medidas antiterroristas.  
 
Además, la persona podrá presentarse ante el juez de lo contencioso un recurso de 
indemnización para obtener reparación pecuniaria de las violaciones sufridas durante 
la medida. Un caso particular puede dar lugar a un debate, como es el caso de las 
visitas domiciliarias y las incautaciones. Estas medidas estan sujetas al control a priori 
del juez judicial, sin perder su categoría de medida administrativa. Por lo tanto, cabe 
preguntarse si es posible movilizar los poderes del juez para pronunciarse sobre esta 
medida, que es una mezcla entre la policía administrativa y el control del juez judicial. 
Para dar respuesta a este cuestionamiento, debemos recordar que en el control del 
juez judicial esta medida ya no es una medida administrativa sino una medida judicial. 
Por consiguiente, es difícil que esta medida esté sujeta a los recursos previstos por el 
juez administrativo. 
 
Además, la persona puede solicitar al juez que ordene medidas provisionales o 
definitivas con carácter urgente. Como los procedimientos de medidas provisionales 
de libertad o medidas provisionales de suspensión presentados junto o en margen de 
las acciones principales ya mencionadas.  
 
Así mismo, es necesario examinar las competencias más naturales de la jurisdicción 
administrativa. Es decir, las características que le son propias. Antes que nada “una 
cultura del precedente y de los procesos de armonización, que no son exigidos por 
 




ningún texto, sino que dependen de la práctica”192, la jurisdicción administrativa está 
dotada de una coherencia de jurisprudencia que le permite una importante protección 
jurisdiccional. Cabe recordar que el principio según el cual las jurisdicciones inferiores 
deben respetar las decisiones del orden jurisdiccional superior.  
 
Por lo tanto, la persona que recurre a la jurisdicción administrativa tendrá la convicción 
de que se respetará la decisión adoptada por la autoridad superior, en caso de que se 
recurra a ella. La aplicación de la jurisprudencia superior va más allá del caso tratado. 
Por su parte las jurisdicciones disponen de órganos de consultación que actuarán en 
caso de divergencia de interpretaciones. Así, es posible encontrar “plenarios de la 
sección” o “toikas” en el sentido de la Corte administrativa de apelación. Estos dos 
órganos consultivos están compuestos por magistrados.  
 
Al margen de sus propias competencias, que no han experimentado grandes cambios 
durante la aplicación de las nuevas medidas antiterroristas. Algunas competencias de 
la jurisdicción administrativa se han suavizado.  
 
La adaptación de las competencias  
El CSI modificó las normas de procedimiento en el marco de lo contencioso de las 
medidas antiterroristas. En la interdicción de salir del territorio prevista en el artículo L 
224-1 del CSI, del control administrativo de los retornos del artículo L 225-4 del CSI y 
de las medidas individuales de control y de vigilancia administrativa previsto en el 
artículo L 228-4 del CSI, es posible interponer un recurso en los dos meses siguientes 
a la notificación de la decisión. El tribunal administrativo dispone de un plazo de cuatro 
meses para pronunciarse. Dichos recursos no afectan la elección de la persona para 
ejercer una medida provisional de urgencia.   
 





2.2.2.2.2 Los procedimientos especiales  
En el campo del contencioso de las medidas antiterroristas, el juez administrativo 
extendió sus competencias para responder a las necesidades de protección de las 
libertades en caso de los atentados contra las medidas administrativas. En este 
parágrafo vamos a hacer referencia a los aportes hechos en la materia por el profesor 
Antoine Claeys. En el caso de las técnicas de información el legislador ha previsto un 
procedimiento de excepción, distinto de los procedimientos especiales, se prevé la 
ejecución de oficio de las decisiones de clausura de los lugares.  
 
Un procedimiento de información en materia de información  
La ley del 24 de julio de 2015 estableció un procedimiento de recurso especial ante el 
Consejo de Estado, consagrado en el artículo L 841-1 del CSI. En el marco de las 
peticiones relativas a la aplicación de las técnicas de información el Consejo de Estado 
decide en primer y última instancia, incluso en el ámbito de las medidas provisionales. 
Cualquier persona o la Comisión Nacional de supervisión de las técnicas de 
inteligencia193 cuando se sospeche de una irregularidad cometida durante la técnica 
de inteligencia.  
 
La formación especializada del Consejo de Estado está sometida al secreto de la 
defensa nacional, lo que establece el artículo L 773-2 del Código de justicia 
administrativa. De esta manera es necesario que el contradictorio garantice la 
protección del secreto de la defensa nacional194. En tal caso, las partes no tendrían 
conocimiento de la información cubierta por el secreto de la defensa nacional. No 
obstante, el juez tendría conocimientos de estas informaciones y por ello está 
asegurado el contradictorio en materia de secreto de la defensa. Se permite entonces 
 
193 Artículo L 841-1 del Código de seguridad interior  




que no se respete el principio de contradicción. Al contrario, el principio inquisitorial del 
juez se preserva, lo que permite que el juez se pronuncie con pleno conocimiento de 
causa, esta derogación sólo está permitida, debido a la naturaleza de los documentos.  
 
Si el juez comprueba la ausencia de la ilegalidad en la técnica de inteligencia, no puede 
según el artículo L773-6 del Código de justicia administrativa ni confirmar o anular la 
puesta en práctica de una técnica de información. Al contrario, en caso de 
irregularidad, la persona sabría que ha sido objeto de una orden de inteligencia.  
 
La función administrativa del juez   
El juez en el marco de las medidas administrativas, no debe autorizar a la 
administración. No obstante, la ley del 21 de julio de 2016 modificó para tener en 
cuenta la jurisprudencia del C.C sobre las condiciones de la incautación y la 
explotación de los datos informáticos recogidos en el marco de un allanamiento 
administrativo195 . Así, la autoridad administrativa debe solicitar la autorización del juez 
de los medidas preventivas del tribunal administrativo,  a raíz de un registro, para 
explotar los datos contenidos en un sistema informático o equipo terminal presente en 
los lugares de allanamiento196. En este caso el juez debe pronunciarse en un plazo de 
48 horas, además de la apelación de la decisión ante el C.C esta previsto en el mismo 
plazo de 48 horas después de su notificación, este juez debe pronunciarse en el mismo 
plazo.  
 
Sin embargo, esto cambió con la ley del 19 de diciembre de 2016, que instaura un 
control a priori raro en materia de medidas administrativas. Corresponde al Ministro del 
interior solicitar al juez de medidas provisionales del Consejo de Estado, la autorización 
 
195 A. Hachemi., le traitement des données informatiques saisies lors d’une perquisition administrative 
dans le cadre de l’état d’urgence, DA 2017 




para prorrogar el arresto domiciliario por más de 12 meses. Esta circunstancia puede 
atentar contra los derechos y libertades de la persona. Sin embargo, en el caso del 









En Francia es posible decir actualmente que el derecho del antiterrorismo ocupa un 
lugar inédito en el ámbito del derecho administrativo. Este lugar ha sido objeto de una 
evolución que toca dos campos específicos. En primer lugar, las medidas 
antiterroristas han pasado de la competencia de la policía judicial a la competencia de 
la policía administrativa. El traslado de competencias ha puesto en peligro la limitación 
entre estas dos policías. Los limites han sido afectados y borrados más que nunca.  
 
Aunque la supresión del criterio finalista de la policía judicial y administrativa fue 
descartada varias veces. En el marco del derecho del antiterrorismo, este criterio de 
distinción ha perdido su importancia, y ahora existen medidas que pueden tener, tanto 
una concepción preventiva como una concepción represiva. No obstante, el carácter 
represivo de ciertas medidas no es comparable con la evolución de las medidas 
administrativas en el marco del derecho antiterrorista y de la competencia de la policía 
administrativa.  
 
Aunque las nuevas medidas se califican de preventivas, tienen un carácter 
verdaderamente represivo, por lo que la autoridad administrativa tiene un amplio 
margen de apreciación en lo que respecta a las medidas antiterroristas. Lo que hace 
ver al derecho administrativo como un derecho más represivo que preventivo. Además, 
el legislador eligió con las nuevas medidas ser más preventivo, y no dejar lugar para 
la represión.  
 
En segundo lugar, la evolución se refiere al control de las medidas antiterroristas. Este 
control, en el marco de la violación de los derechos y libertades, ha reducido el ámbito 
de aplicación del juez judicial como juez guardián de las libertades para dejar un amplio 




determinación del juez administrativo como juez guardián de las libertades, las 
competencias de la jurisdicción administrativa han evolucionado para favorecer el 
control de esas medidas.  
 
Esto nos lleva a varias reflexiones, en primer lugar, ¿el nuevo lugar que ocupa el 
derecho administrativo en el derecho del antiterrorismo le permite proclamarse como 
el juez de preferencia de este derecho? En este caso, si la respuesta es positiva, es 
posible prever que el derecho administrativo se transforme en un derecho 
administrativo del enemigo. Además, ¿será posible descartar totalmente el poder del 
derecho penal para dejar un lugar único al derecho administrativo? 
 
Este debate aún no está resuelto, el derecho del antiterrorismo es un derecho que 
evoluciona constantemente y corresponde al gobierno determinar cuál será la nueva 
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